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Publicación gratuita de distribución trimestral 

entre los miembros del Colegio Estatal de Notarios de 

Guanajuato y entre personas y organizaciones afines al 

mismo. 

La titularidad de cada artículo y/o colaboración, 

así como de las imágenes corresponde a su autor, 

quien, al proporcionar su contenido a la Comisión 

Editorial, de manera tanto explicita como implícita ha 

autorizado al Colegio Estatal de Notarios de 

Guanajuato su publicación. 

Las opiniones e ideas expresadas por los 

articulistas y colaboradores son a título personal de los 

mismos y de su exclusiva responsabilidad. No reflejan 

necesariamente la opinión editorial del Colegio editor. 
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Revista del Colegio Estatal de 

Notarios de Guanajuato. 

Director de la Revista 
Notario Roberto  Romualdo 

Orozco Galindo 
 

Diseño 
Lic. Marta Cruz Campos 

 
Corrección de Estilo 

Lic. Susana Atenea Lerma Villegas  
 

Portada: La Mina de La Valenciana es 
una de las minas más importantes e 
históricas de México, ubicada en la 

ciudad de Guanajuato. Fue descubierta 
en el siglo XVI y operada durante más 

de 200 años, produciendo una gran 
cantidad de plata y oro. Durante su 
apogeo, La Valenciana llegó a ser la 

mina más grande del mundo, 
convirtiendo a Guanajuato en uno de 
los centros mineros más importantes 

de la época colonial en América. 
 

Contraportada:  Don Miguel Hidalgo y 
Costilla, Padre de la Patria, la Escultura 

de cuerpo entero, el cual, fue 
elaborado por el escultor Abraham 

González M. por encargo del Sr. J. Jesús 
Guisa García y colocado en la Plaza 
Constitución Abasolo, Guanajuato.  
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Colegio Estatal de Notarios de Guanajuato 

 

 

 

 

MENSAJE DEL PRESIDENTE, NOTARIO ÓSCAR 

ARROYO DELGADO 

 

 

 

COMPAÑERAS Y COMPAÑEROS NOTARIOS: 
 
 A seis meses de que iniciamos funciones, en esta 
Mesa Directiva nos hemos dado a la tarea de representar 
al notariado guanajuatense y cumplir con lo ofrecido 
desde el inicio de nuestra gestión. 
 
 El presente número de la Revista del Notariado 
Guanajuatense, si bien abarca en su periodicidad 
trimestral, el periodo de mayo a julio del presente año 2023, estará siendo publicado en el mes 
de septiembre, razón por la que aludo a los seis meses de gestión de la directiva que me honro 
en presidir y en tal virtud, en este mensaje se comparte con ustedes una reseña informativa 
actualizada de algunas de las actividades más destacadas durante el tiempo transcurrido.   
    
 Se integró la Comisión de Honor y Justicia con nuestros compañeros Notarios Jorge Arturo 
Zepeda Orozco, Pedro Salgado Zuloaga y Andrés Guardado Santoyo. A la fecha se han enviado 
a la misma para su análisis, dos procesos de sanción que se iniciaron por quejas recibidas en la 
Dirección General de Registros Públicos y Notarias; también y tal como lo dispone nuestra ley, 
se integró el Consejo Consultivo por todas y cada una de las personas que han sido presidentes 
de nuestro Colegio, siendo presidida por un servidor como presidente en funciones. A la fecha 
se han realizado dos reuniones, una para tratar lo relacionado con el Código de Ética, que en su 
momento se habrá de proponer a la Asamblea para en su caso aprobarlo; además, se llegó a la 
conclusión de la necesidad de reformar los Estatutos que dan vida a nuestro Colegio, situación 
que en su momento trataremos de manera especial. 
 
 Una segunda reunión fue con el Secretario de Gobierno, Arquitecto J. Jesús Oviedo 
Herrera y con el Subsecretario de Servicios a la Comunidad, Licenciado José Luís Manrique 
Hernández, en la que se presentó y explicó la más reciente iniciativa de reforma a la Ley del 
Notariado, emitiéndose opiniones y realizando propuestas de parte de los miembros del Consejo.  
 
 Fue designado el compañero Notario Alejandro Lara Rodríguez como enlace entre nuestro 
Colegio Estatal y la Comisión de Asuntos Internacionales del Colegio Nacional del Notariado 
Mexicano.  
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Colegio Estatal de Notarios de Guanajuato 

 
 
 
En el proceso que inició el Gobierno del Estado para presentar el examen de aspirantes 

de Notario, se inscribieron 325 abogadas y abogados, dentro de los cuales, después de analizar 
su documentación (requisitos que marca la convocatoria de acuerdo a la Ley) sabremos cuántos 
de ellos tendrán derecho a presentar dicho examen. 
 
 Paralelamente y a fin de brindar herramientas que permitan contar con una mayor y mejor 
preparación, capacitación y actualización, tanto a aquellas personas que tienen previsto participar 
en dicho proceso como a los propios notarios en ejercicio y al público interesado, se organizó y 
se encuentra actualmente desarrollándose bajo la modalidad virtual, vía Zoom, un Diplomado de 
preparación para el mencionado examen de aspirantes a notarios públicos, con la participación 
como expositores, de compañeras y compañeros notarios tanto de nuestra entidad como de otras 
entidades federativas, con el apoyo de la Comisión Académica del Colegio Nacional del Notariado 
Mexicano. 
 
 A su vez y en el marco de dicho proceso, por parte de nuestro Colegio Estatal se nombró 
como integrantes del jurado calificador a los compañeros notarios Guadalupe del Pilar Fuentes 
Cortez y J. Inés Rico Ramírez, como titulares, así como a los notarios Roberto Romualdo Orozco 
Galindo y Luís Ángel Alfonso Chico González como suplentes, quienes trabajarán conjuntamente 
con los demás integrantes de dicho jurado conforme a lo previsto en la Ley del Notariado.  
 
 La Fundación UNAM, Delegación Guanajuato, nos plantea la posibilidad de firmar un 
convenio, principalmente en materia académica, que en su momento habremos de suscribirlo 
con la aprobación de nuestra Asamblea.  
 
 Desde que iniciamos nuestra gestión, anunciamos la creación de un programa (Software) 
para llevar una mejor administración de nuestras notarias; dicho programa lo elaboró el despacho 
de informática a cargo del Ingeniero Francisco Jorge Valdovinos y consiste en un sistema 
informático sencillo y fácil de operar, así como económico, que va dirigido principalmente a ser 
implementado en notarias pequeñas y medianas. Quien esté interesado en una presentación, 
puede solicitar información al correo electrónico fjvb@valconti.com 
 
 Estimadas y estimados notarios y lectores en general: Nuestra revista es un medio de 
comunicación muy importante. Los seguimos invitando a participar en ella, escribiendo sobre 
cualquier asunto o tema relacionado con nuestra función notarial. Su colaboración es 
fundamental para enriquecer nuestro acervo cultural y profesional.  

 
Les hago llegar un cordial saludo. 

 
 
 
 
 
 
 

mailto:fjvb@valconti.com
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REVISTA DEL NOTARIADO 

GUANAJUATENSE 

P R E S E N T A C I Ó N 

EDICIÓN MAYO – JULIO 2023 

 

NOT. ROBERTO ROMUALDO OROZCO GALINDO 

DIRECTOR 

 

“El único aspecto verdaderamente transitorio de la vida 
es lo que en ella hay de potencial.” 

Viktor Frankl. 

 
APRECIADOS COLEGAS, COLABORADORES Y LECTORES: 
 

Es un gusto el presentar, a nombre de la Comisión Editorial del Colegio Estatal de Notarios de 
Guanajuato, este número 29 de nuestra Revista del Notariado Guanajuatense, correspondiente a la 
edición mayo – julio del año 2023 que transcurre.  

 
Acorde con la visión que desde sus orígenes ha caracterizado a esta publicación, se ha 

procurado que la presente edición conjunte una diversidad de participaciones, tanto de nuestros 
colegas notarios, como de juristas, juzgadores,  abogadas y abogados, de otros profesionistas y de 
artistas, que entusiastamente decidieron participar y compartir con ustedes sus diversas aportaciones 
y reflexiones de variado género, las que amén de hacer posible el que este número viere la luz, 
estimamos que contribuyen de una u otra manera a convertirlo en un recipiente de conocimientos, de 
experiencias y de vivencias que seguramente enriquecerán el acervo cultural del notariado. 

 
En ese tenor, nuestro compañero notario Arturo Hernández Zamora participa de nueva cuenta 

compartiéndonos sus reflexiones en relación a la conveniencia tanto legal como social que 
representaría el trasladar, por lo menos opcionalmente en un principio, procedimientos de jurisdicción 
voluntaria tales como los de información testimonial ad perpetuam, de la sede judicial a la sede notarial. 

 
Por su parte, el destacado abogado y maestro Francisco Xavier Manzanero Escutia, experto 

litigante en materia administrativa, comparte con nosotros su disertación sobre un delicado tema, cuya 
realidad pareciera adquirir cada vez  dimensiones exponenciales, que paradójicamente contrastan con 
el ejercicio de un derecho ciudadano limitadamente explorado y en consecuencia escasamente hecho 
valer: La responsabilidad patrimonial del Estado, enfocada particularmente en este caso a la función 
notarial. 

 
El notario ludovicense Javier Adolfo López Márquez desarrolla con el particular estilo que lo 

caracteriza, un prolijo estudio sobre la figura legal internacional de la Apostilla, su contraste con la de 
legalización de documentos y las implicaciones que tanto en el ámbito del ejercicio notarial como en 
función de ese futuro que nos ha alcanzado, representan tanto el uso de las herramientas electrónicas 
en general como el surgimiento de la llamada Inteligencia Artificial. 
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No cabe duda que el referido tema de la Inteligencia Artificial (IA) ha despertado un sinnúmero 
de inquietudes en la humanidad, entre las que el ejercicio de la actividad jurisdiccional no podía quedar 
al margen. En consonancia con ello, la Juez Juana Emine Anaya Rodríguez, entusiasta colaboradora 
de esta Revista, nos comparte su visión como juzgadora respecto del dilema que más pronto que tarde 
representará la viabilidad de aplicar dicha tecnología a la impartición de justicia, en contraste con la 
manera en que la misma es impartida por los seres humanos investidos de dicha atribución. 

 
Consideramos que el ejercicio de la función notarial, cada vez más complejo en virtud de la 

multiplicidad de factores que en ella se ven implicados, debe contar siempre con la visión referencial 
de otros profesionistas expertos en cada uno de los temas relacionados, buscando así contar con 
diversas perspectivas que redunden en un ejercicio cada vez mejor de nuestra delicada labor. En la 
búsqueda de ese propósito, el Arquitecto celayense Luís Gerardo Macías Martínez,  maestro en 
Valuación Inmobiliaria, ha tenido a bien plantearnos tanto un análisis crítico como sus reflexiones 
particulares sobre el régimen de propiedad en condominio desde un enfoque orientado al urbanismo, 
con el propósito de alcanzar un desarrollo ordenado de nuestro entorno. 

 
El abogado guanajuatense Omar Maldonado Calderón aporta un interesante análisis en relación 

con la figura del Patrimonio Familiar y su vínculo con la Jurisdicción Voluntaria en México bajo la 
perspectiva tanto de la legislación nacional como de la estatal, planteando una propuesta orientada a 
que la intervención notarial pueda considerarse como alternativa para su constitución.  

 
A su vez, juzgador Doctor Miguel Ángel Maricchi Carpio colabora de nueva cuenta en nuestra 

Revista, compartiendo su análisis y reflexiones sobre otro tema de cabal actualidad a partir de las 
reformas constitucionales aprobadas en nuestro país a principios de la década pasada: La 
preeminencia de los derechos humanos en la impartición de justicia, tomando como referencia esa 
parte de la filosofía que estudia los principios, fundamentos, extensión y métodos del conocimiento 
humano, conocida como Epistemología. 
 

En la sección cultural, el notario celayense Jorge León Avella vuelve a participar compartiendo 
con sus pares y con los lectores de esta publicación, dos sentidas composiciones poéticas de su 
autoría, producto de sus vivencias personales. 

 
La sección denominada “El Dinamismo del Notariado Guanajuatense en Imágenes”, propala la 

reseña de algunas de las diversas y relevantes actividades que tuvieron verificativo en el trimestre que 
abarca esta edición. 
 

Finalmente, la imagen que en esta ocasión define la portada de nuestra revista, es una bella 
estampa de la imponente sede de la Mina de La Valenciana, en Guanajuato Capital. 

 
La contraportada por su parte, destaca en primer plano la escultura del llamado Padre de la 

Patria, ubicada en la plaza principal de la ciudad de Abasolo, Guanajuato, lugar en el que el prócer 
Miguel Hidalgo y Costilla fuera bautizado.  

 
Siempre estarán abiertos los diversos canales de comunicación definidos, como la dirección de 

correo notariadoguanajuatense@hotmail.com, la plataforma de Whatsapp y la interacción personal, 
para recibir sus comentarios, opiniones, sugerencias, palabras de aliento y críticas, esperando 
nuevamente que esta publicación sea de utilidad y de su agrado. 

“Puedes, si tu crees que puedes.” 
Norman Vincent Peale. 

 

mailto:notariadoguanajuatense@hotmail.com
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LAS DILIGENCIAS DE INFORMACION TESTIMONIAL 
AD PERPETUAM EN EL ESTADO DE GUANAJUATO: 

DE LA SEDE JUDICIAL A LA SEDE NOTARIAL. 

 

Not. Arturo Hernández Zamora* 

 
  

1. LA FUNCIÓN DEL NOTARIO 

PÚBLICO ES DE INTERÉS SOCIAL 

Ya que con ella la sociedad encuentra una 

prevención a los conflictos sociales y solo se da 

cuando la designación del notario recae en una 

persona que cumple mínimamente con tres 

cualidades: 

1°. - El notario público debe ser una persona 

honesta que ante todo y ante todos se conduzca 

con rectitud,  

2°. - Debe ser una persona que sea experta en 

derecho, ya que ante él se plantearán 

situaciones de naturaleza jurídica que debe 

apreciar a la luz de los principios y reglas que 

otorga la ciencia jurídica y 

3°. -  Debe ser una persona comprometida 

socialmente, ya que no basta para cumplir a 

cabalidad con la función notarial el ser honesto 

y actuar con apego a la ley. 

 

2. LA FUNCIÓN JUDICIAL ES DE 

SUMA IMPORTANCIA Y TIENE SU 

ORIGEN EN LA NECESIDAD DE 

RESOLVER LOS CONFLICTOS 

Que surgen en la sociedad, basando su 

intervención el proceder de una manera 

ordenada, con apego a los principios y valores 

protegidos y reconocidos por las leyes, 

mediante procedimientos formales que 

garantizan para las partes en conflicto, la 

imparcialidad necesaria para impartir justicia. 

 

El notario público con los años de experiencia 

que acumula en su ejercicio profesional, se 

debe convertir en un hábil entrevistador de los 

solicitantes de sus servicios, de tal manera que 

mediante las preguntas adecuadas encuentre 

lo que en muchas ocasiones no se le ha 

planteado y pueda crear una propuesta 

adecuada para cubrir las necesidades de las 

personas que ante el acuden. 

 

Al definirse la actuación del notario latino, se 

ha afirmado que el notario produce, autoriza, 

conserva y reproduce el instrumento público, lo 

cual significa que es el notario público quien 

redacta el instrumento público de conformidad 

con la ley y con la petición que le hayan 

realizado los comparecientes, lo cual 

necesariamente implica que el notario público 

previo a la elaboración del instrumento público, 

ha tenido un entrevista con quienes solicitan 
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su servicio, en la que valiéndose de todos los 

recursos a su alcance, descubre como 

profesional del Derecho las necesidades de 

quienes ante el comparecen y elabora una 

solución legal para ello. 

 

En los términos planteados, el notario público 

define el curso de su actuación en todo 

momento; debe buscar la solución de las 

necesidades de quienes ante el comparecen y 

nunca se limita a solo calificar de viable o no la 

solicitud de sus servicios. El notario construye 

apoyándose en la ley, una solución legal para 

resolver las necesidades de la gente. 

 

El notario público es un asesor de la gente, un 

constructor de soluciones. 

 

Por su parte, la función judicial es de suma 

importancia y tiene su origen en la necesidad 

de resolver los conflictos que surgen en la 

sociedad de una manera ordenada, con apego 

a los principios y valores protegidos y 

reconocidos por las leyes, mediante 

procedimientos formales que garantizan para 

las partes en conflicto, la imparcialidad 

necesaria para impartir justicia. 

 

En la función judicial, nos encontramos con 

formas y procedimientos diseñados para lograr 

un adecuado contacto con las partes en 

conflicto y por ello el juzgador y las partes 

tienen en términos legales una comunicación 

rígida. 

 

Los juzgadores tienen como primer contacto 

con los justiciables, la petición formal que se 

les hace para conocer de un caso, ante la cual 

el juzgador debe pronunciarse sobre la 

viabilidad de la propuesta hecha y con base en 

las reglas del procedimiento aplicable, definir si 

conoce o no de lo que se presenta ante él. 

 

El juzgador no se entrevista en forma previa 

con quien hace una promoción y mucho menos 

lo asesora en relación a la forma en que debe 

de pedir su intervención, y por supuesto no le 

indica los argumentos que debe utilizar para 

lograr su cometido o pretensión; es por ello que, 

salvo casos de excepción, la comparecencia 

debe ser apoyada por un abogado, que le brinde 

al que promueve la asesoría que el juzgador no 

le brinda. 

 

El hecho de que el juzgador no se entreviste y 

asesore a quienes promoverán ante él, tiene un 

evidente motivo y explicación: La función del 

juzgador es la de resolver conflictos y al resolver 

los conflictos no puede a su vez fungir como 

asesor de una de las partes en conflicto, ya que 

esto sería contrario a los principios que rigen la 

función judicial. 

 

Lo anterior ha originado una lógica rigidez en 

la relación del Juez con los justiciables, que la 

distingue de las relaciones que establecen los 

demás funcionarios públicos con los 

gobernados, las cuales no están sujetas a las 

reglas estrictas de las normas procesales. 

 

Los jueces deben privilegiar la búsqueda de la 

verdad a través de reglas estrictas que imponen 

las normas adjetivas, las cuales garantizan su 

imparcialidad y objetividad en el desempeño de 

su función. 

 

Los notarios públicos tienen una función 

especialísima y de alta responsabilidad que 

honra a quien la desempeña y genera en ellos 

un deber de conducta singular y propio de su 

función. 

 

3.- LA SEGURIDAD JURIDICA. 

Existen presupuestos importantes en el 

presente tema, veamos de manera concreta 

cuales son: 

La seguridad jurídica que es un principio 

del derecho, universalmente reconocido, que se 

basa en la «certeza del derecho», tanto en el 

ámbito de su publicidad como en su aplicación, 

y que significa la firmeza de que se conoce, o 

https://es.wikipedia.org/wiki/Derecho
https://es.wikipedia.org/wiki/Certeza_del_derecho
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puede conocerse, lo previsto como prohibido, 

ordenado o permitido por el poder público. 

La palabra seguridad proviene de la 

palabra latina “SECURITAS”, la cual deriva del 

adjetivo “SECUROS”, que significa 

estar seguros de algo y libres de cuidados. 

 

En resumen, la seguridad jurídica es la «certeza 

del derecho» que tiene el individuo, de modo 

que su situación jurídica no será modificada 

más que por procedimientos regulares y 

conductos legales establecidos, así como previa 

y debidamente publicados. 

 

4.- LA JURISDICCION VOLUNTARIA. 

La  jurisdicción  voluntaria  es un 

procedimiento en el que no existe controversia 

entre partes, y en el que los solicitantes buscan 

el reconocimiento de un derecho. Si bien las 

diligencias de jurisdicción 

voluntaria formalmente son actuaciones con 

eficacia probatoria de lo actuado ante el órgano 

jurisdiccional, del análisis comparativo que se 

realiza a los códigos invocados cuyas 

diferencias legislativas no son sustanciales, se 

obtiene que por sí solas carecen de valor pleno.  

 

Ello, en atención a que se está ante la presencia 

de un procedimiento tramitado unilateralmente 

por la parte interesada en el que no hay 

contienda, pues al no existir intervención de 

quien pudiera tener derechos opuestos, no se 

dirime una controversia del orden judicial; 

aunado a que pueden ser modificadas por el 

Juez que las proveyó, tan es así que ante la 

oposición de parte legítima se dan por 

concluidas.  

 

En ese orden de ideas, como las diligencias de 

jurisdicción voluntaria no constituyen verdad 

legal ni cosa juzgada, no producen efectos 

jurídicos definitivos ni acreditan derechos 

sustantivos. 

 

En la actualidad, su finalidad parece no ser 

otra que el descongestionamiento del poder 

judicial y su mejor solución. Al menos desde 

nuestro punto de vista tal alternativa es, de 

manera opcional, la vía notarial. 

 

Mucho se ha hablado y sería muy pretencioso 

de nuestra parte buscar aportar ideas nuevas 

en relación al concepto general de jurisdicción 
voluntaria y su razón de ser, por ello dando 

crédito a los grandes autores del derecho 
procesal, nos permitimos traer a este trabajo, 

algunas expresiones sobre el tema que nos 
ocupa que consideramos son de utilidad al 

trabajo que se presenta. 

Giuseppe Chiovenda expresó en relación a la 

jurisdicción voluntaria: 

"La resolución de jurisdicción voluntaria como acto de 
pura administración que es, no produce por si la cosa 
juzgada; el interesado podrá en todo momento 
obtener la revocación de un auto negativo y la 
modificación o la revocación de uno positivo 
dirigiéndose al mismo órgano que lo ha dictado y 
convenciéndole de que se equivocó". 

"....La falta de recurso no convierte en definitiva la 
resolución. Además, en todos los casos puede ser 
impugnada ante la jurisdicción". 

"....Los actos de jurisdicción voluntaria tienden 
siempre a la constitución de estados jurídicos nuevos 
o contribuyen al desenvolvimiento de relaciones 
existentes. A su vez la jurisdicción verdadera y 
propia tiende a la actuación de relaciones existentes". 

"....En la jurisdicción voluntaria no hay en ella dos 
partes; no hay un bien garantizado en contra de otra 
persona y no hay una norma de la Ley que actuar 
contra otro, sino un estado jurídico que sin la 
intervención del estado no podría nacer o 
desarrollarse, o se desarrollaría imperfectamente".[1] 

Ugo Rocco señaló sobre este mismo tópico. 

"El nombre y concepto de jurisdicción voluntaria se 
han debido a que los órganos normales de la 
jurisdicción civil, por cuanto ofrecían particulares 
garantías de independencia y capacidad, se les 
encomendaban desde los primeros tiempos de la 
evolución jurídica, tareas que por su naturaleza eran 
totalmente extrañas a la función que por lo general 
compete a tales órganos. ........ 

En la jurisdicción voluntaria, el juez cumple una 
función sustancial idéntica a la que cumple el notario 
u otro oficial público cuando autoriza un acto público, 
traduciendo a signos gráficos la voluntad privada 
que las partes declaran". 

https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_p%C3%BAblico
https://es.wikipedia.org/wiki/Seguridad
https://es.wikipedia.org/wiki/Lat%C3%ADn
https://www.youtube.com/watch?v=GlkwGNNJNew
https://www.youtube.com/watch?v=GlkwGNNJNew


 

 

NOTARIADO GUANAJUATENSE 

10 

"......La jurisdicción voluntaria se vincula con la 
función que la voluntad privada tiene en el campo 
del derecho". 

"En la jurisdicción voluntaria, el estado interviene en 
la formación de la relaciones jurídicas al declarar la 
certeza en una forma característica y determinada, 
no de la existencia o inexistencia de las relaciones 
jurídicas, sino de la conveniencia o de la legalidad, o 
de la verificación de las condiciones establecidas por 
la ley....." 

"....En la jurisdicción ordinaria contenciosa el 
magistrado despliega sus funciones de modo 
particularmente solemne y uno de los principios 
fundamentales es la publicidad del juicio, en la 
jurisdicción voluntaria el magistrado decide en forma 
menos solemne y con publicidad".[2] 

Derivado del pensamiento de estos grandes 

autores del derecho, podemos concluir en 
relación a la jurisdicción voluntaria los 

siguientes puntos finos: 

5.- PUNTOS FINOS. 

 La resolución de la jurisdicción 
voluntaria no tiene la naturaleza de cosa 

juzgada. 

 En la jurisdicción voluntaria no hay 

conflicto y no hay partes. 

 La jurisdicción voluntaria es una 

función que no es la que por naturaleza 
pertenece a los jueces. 

 El actuar en la jurisdicción voluntaria 

puede y debe ser menos solemne y no 
requiere de publicidad. 

 En la jurisdicción voluntaria la voluntad 
de los particulares se combina con la 

intervención del Estado para generar 
efectos jurídicos. 

CONCLUSIONES. - 

PRIMERA.- La llamada jurisdicción voluntaria 
y la función notarial son plenamente 

compatibles e incluso podemos afirmar que por 

su naturaleza se asemeja más a las actividades 
propias del notario público que a las 

actividades del Juez en la llamada jurisdicción 
contenciosa. 

SEGUNDA.- La jurisdicción voluntaria se 
promueve por los particulares para que 

mediante la intervención del Estado nazca un 
estado jurídico nuevo o se desarrolle un estado 

jurídico existente, y en la función notarial, los 
notarios públicos si bien no son autoridades, 

las actuaciones que realizan son funciones que 

originalmente corresponden al Estado y que se 
han delegado en ellos. 

TERCERA.- La posición del notario público en 

relación a la Administración Pública ha sido 
explicada por Jorge Ríos Hellig [3] como una 

descentralización por colaboración, con lo que 
se explica que los Notarios en su condición de 

particulares especialistas asumen funciones 

que correspondían originalmente al Estado, 
señalando que bajo la descentralización por 

colaboración, el Estado autoriza a los 
particulares a que colaboren con él, desarrollen 

tareas en las que son especialistas, pero sin 
formar parte directa de la administración.  

CUARTA.- Así las cosas, la intervención del 

Estado que requiere la jurisdicción voluntaria 

se puede hacer a través del notario público 
quien en sus actividades cotidianas desarrolla 

funciones que originalmente correspondían al 
Estado. 

Otro aspecto que aproxima a la jurisdicción 

voluntaria con la función notarial, es el hecho 
de que en la función notarial al igual que en la 

jurisdicción voluntaria, lo que impera es la 

voluntad de los particulares. 

QUINTA.- En la función notarial quienes 
comparecen ante el notario público exponen su 

deseo de realizar un acto jurídico que el notario 
público en su condición de especialista debe 

apreciar de legal, ya que el notario solo 
procederá a intervenir en actos que se apeguen 

a la ley y a los principios de derecho, 
convirtiéndose en éste sentido en un sensor de 

la legalidad de los actos que realizan quienes 

ante ellos comparecen. 

SEXTA.- Así las cosas, la jurisdicción 
voluntaria que se tramite ante el notario 

público tendrá en la figura de dicho fedatario 
público, un controlador de la legalidad de las 

propuestas que se realicen, quien al igual que 
en la función tradicional que ha realizado, solo 

intervendrá en las actuaciones que se apeguen 

a la Ley. 
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SEPTIMA.- Otro aspecto común entre la 
función notarial y la jurisdicción voluntaria es 

el hecho de que en ambos casos no existen 
determinaciones que no sean susceptibles de 

someterse en caso de conflicto o desacuerdo 
posterior a la jurisdicción de los Tribunales. 

Las jurisdicciones voluntarias por su 
naturaleza no originan el estado de cosa 

juzgada y por ello las consecuencias jurídicas 
derivadas de ellas son susceptibles de 

modificarse o de revocarse. 

OCTAVA.- Existe plena compatibilidad entre la 
jurisdicción voluntaria y la función notarial, ya 

que los efectos de ambas son susceptibles de 
cuestionarse ante los Tribunales, en virtud de 

no derivarse de ellas la denominada cosa 

juzgada. 

NOVENA.- Por último y no por ser menos 
importante, la compatibilidad de la jurisdicción 

voluntaria y la función notarial existe en virtud 
de que en ambos casos se trata de situaciones 

en donde no hay partes que estén dirimiendo 
una controversia. 

DECIMA.- En las actividades notariales y en la 
jurisdicción voluntaria existen comparecientes 

que quieren constituir un estado jurídico 
determinado mediante la expresión de su 

voluntad, sin que sea necesario para ello 
dirimir conflictos entre partes. El notario 

público realiza sus actividades, desempeñando 
una función que originalmente pertenece al 

Estado y lo hace a partir de la expresión de la 

voluntad de las personas que ante él 
comparecen, sin dirimir conflictos entre partes 

y sin establecer con su actuación cosa juzgada 
alguna. 

Es plenamente compatible la función notarial y 

la jurisdicción voluntaria siendo incluso más 
semejante que la función que por naturaleza le 

compete a los Jueces, por ello es un acierto que 

como en el caso de otros estados y otros países, 
se legisle para que la jurisdicción voluntaria se 

desarrolle en sede notarial o en sede alterna, 
como es mi propuesta. 

En suma, se deben implementar las reformas 

necesarias al Código de Procedimientos Civiles 
y a la Ley del Notariado, ambas para el Estado 

de Guanajuato, con el fin de que las Diligencias 

de Información Testimonial Ad Perpetuam 
tengan una sede opcional para su tramitación. 

 

 

[1] Chiovenda, Giusseppe, Serie Clásicos del Derecho Procesal Civil, Instituciones de Derecho Procesal 
Civil, Editorial Jurídica Universitaria. México, páginas 253-255. 
[2] Ugo, Rocco, Serie Clásicos del Derecho Procesal Civil, Derecho Procesal Civil, Volumen, Editorial 
Jurídica Universitaria. México, paginas 69-73. 
[3] Ríos Hellig, Jorge. La Practica del Derecho Notarial. Magraw-Hill. cuarta edición. México página 43. 
 

 
 
 
 

 
Not. Arturo Hernández Zamora 

 
*Titular de la Notaría Número 7 del Partido  

Judicial de CD. Manuel Doblado, Gto. 
 

https://www.eumed.net/rev/cccss/2015/04/notario.html#_ftnref5
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“EL ESTADO Y SU RESPONSABILIDAD EN 

RELACIÓN CON LA FUNCIÓN NOTARIAL" 

Mtro. Francisco Xavier Manzanero Escutia* 
 

 
I. CONSIDERACIONES PRELIMINARES. 
A fin de aproximarnos en el tema objeto de la 

presente exposición, me permitiré hacer 

alusión a algunos conceptos generales básicos, 
que son de sobra conocidos por ustedes. 

 
Existe el Derecho Objetivo, que bien puede ser 

considerado como la norma jurídica misma o 
como el conjunto de normas jurídicas, y 

también existe el Derecho Subjetivo que es la 
facultad emanada de la norma, en el entendido 

de que cuando el sujeto pasivo de la relación 

jurídica de que se trate es el Estado o algún 
ente público que forme parte del mismo, 

estaremos en presencia de los llamados 
derechos subjetivos públicos. 

 
Tales derechos, al estar contemplados de 

manera expresa en la Carta Magna por su 

contenido, importancia y trascendencia, se 
denominaron garantías individuales, en el 

entendido de que actualmente a dichos 
derechos fundamentales se les conoce como 

derechos humanos. 
 

Doctrinalmente existen diversas 
clasificaciones de los referidos derechos 

subjetivos públicos, que bien pueden ser 

considerados como una especie del género que 
está constituido por los derechos humanos; en 

efecto, dentro de los diversos derechos 
subjetivos públicos, particularmente 

refiriéndonos a la doctrina del Derecho 
Administrativo, encontramos a los 

denominados derechos públicos 

administrativos, los cuales deben ser 

respetados, acatados y tutelados por el Estado 
que, como ya se dijo, es el sujeto pasivo de la 

relación jurídica. 
 

Los derechos públicos administrativos a su vez 
se subdividen en las siguientes categorías: 

 
-Derecho al respeto y observancia del principio 

de legalidad; 

-Derecho al adecuado y eficiente 

funcionamiento de la Administración 
Pública; 

-Derecho a la correcta, óptima y eficaz 

prestación de los servicios públicos, 
principalmente cuando los mismos son 

prestados directamente por el Estado y no por 

conducto de un particular concesionario; y 
-Derecho a que el Estado repare los daños que 

con su actuación o, inclusive, omisión, pueda 

causar al patrimonio o a la persona de los 
particulares. 

 

Como ya se dijo, el Estado, en su carácter de 
sujeto pasivo de la relación, es el que está 

obligado a respetar, observar y acatar los 
referidos derechos, siendo esto tan importante 

que algunos autores han llegado al grado de 

precisar que si los cuatro derechos públicos 
administrativos ya mencionados son 

respetados, acatados y están debidamente 
tutelados, podrá hablarse de un auténtico 

Estado de Derecho; en el caso contrario, es 
decir, si dichos derechos subjetivos públicos 

no son respetados ni observados, o si no 
existen medios legales rápidos y eficaces para 

lograr su tutela, entonces tendrá que 
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cuestionarse muy seriamente si prevalece el 
Estado de Derecho. 

 
2. ASPECTOS GENERALES DE LA 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 
ESTADO. 
El último de los cuatro derechos públicos 

administrativos ya mencionados, es el que se 

refiere precisamente a la responsabilidad 
patrimonial del Estado, la cual evidentemente 

es distinta a otros tipos de responsabilidades, 
como podría ser, entre otras, la 

responsabilidad administrativa de los 
servidores públicos. 

 

A pesar de ser la responsabilidad patrimonial 
del Estado, desde el punto de vista 

constitucional y administrativo, un derecho 
fundamental reconocido por un auténtico 

Estado de Derecho, no fue sino hasta el 14 de 
junio de 2002, cuando finalmente se publicó 

en el Diario Oficial de la Federación la reforma 
constitucional para incluir en la ley suprema la 

responsabilidad patrimonial del Estado, 

originalmente en el segundo párrafo del 
Artículo 113 Constitucional. 

 
Es pertinente puntualizar que la citada 

reforma constitucional sorprendente  e 
inexplicablemente entró en vigor el 1 0 de enero 

de 2004 y su ley reglamentaria que es la Ley 
Federal de Responsabilidad Patrimonial del 

Estado, entró en vigor un año después, es 

decir, el 1 0 de enero de 2005. Al respecto, cabe 
señalar que como consecuencia de diversas 

reformas constitucionales, la adición al 
segundo párrafo del Artículo 113 

Constitucional, actualmente se encuentra, con 
el mismo texto, en el último párrafo del Artículo 

109 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, el cual es del tenor literal 
siguiente: 

 
"Artículo 109. 

La responsabilidad del Estado por los daños que, con 

motivo de su actividad administrativa irregular, 

cause en los bienes o derechos de los particulares,  

será objetiva y directa. Los particulares tendrán 
derecho a una indemnización conforme a las bases, 

límites y procedimientos que establezcan las leyes." 

 

La adición al texto constitucional que nos 
ocupa constituye una de las reformas más 

importantes y trascendentales en beneficio de 

los gobernados, pues como consecuencia del 
reconocimiento y regulación de la 

responsabilidad patrimonial del Estado, nos 
acercamos al cumplimiento de los objetivos 

siguientes: 
 

1.- Cumplir con un imperativo de justicia 

fortaleciendo el Estado de Derecho. 
 2.- Mejorar de manera significativa la calidad 

de la actividad estatal, destacando por su 
importancia la más eficiente prestación de los 

servicios públicos. 
3.- Establecer y reestablecer la confianza de los 

gobernados frente a la actuación del Estado, 
para verlo como un aliado y no como un 

enemigo. 

 
En los artículos transitorios del ya referido 

Decreto de Reformas Constitucionales 
publicado el 14 de junio de 2002, se señaló que 

tanto la Federación, como las entidades 
federativas, tenían que expedir las respectivas 

leyes en la materia. 

 

3. LEY DE RESPONSABILIDAD 

PATRIMONIAL DEL ESTADO Y LOS 
MUNICIPIOS DE GUANAJUATO. 
Con base en lo ya mencionado, el 7 de enero de 

2005, se publicó en el periódico oficial del 

Estado, la Ley de Responsabilidad Patrimonial 
del Estado y los Municipios de Guanajuato, 

cuya última reforma fue publicada el 3 de 
noviembre de 2020. En lo sucesivo a dicho 

ordenamiento se le denominará "la Ley"  
 

La Ley, en términos generales, adopta un 
régimen de responsabilidad patrimonial 

similar al que establece la ley federal de la 

materia, señalando precisamente que la 
responsabilidad patrimonial del Estado es 

objetiva, directa y extracontractual y tiene 
como finalidad indemnizar a los particulares 

por los daños que sufran en sus bienes o en su 
persona, como consecuencia de la actividad 

administrativa irregular del Estado, que puede 
surgir por acción o por omisión, y que es 

aquélla que cause daño a los particulares que 

no tengan la obligación jurídica de soportar, en 
virtud de no existir fundamento legal o causa 

jurídica de justificación para legitimar el daño 
de que se trate. (Artículos 1, 2 y 3 de la Ley). 
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La Ley contiene los diversos capítulos cuyo 
epígrafe menciono a continuación: 

 
Capítulo l. Disposiciones Generales.  

Capítulo ll. De las Indemnizaciones. 

Capítulo III. Del Procedimiento. 

 Capítulo IV. De las Notificaciones y Términos. 

Capítulo V. De los Medios de Apremio. 
Capítulo VI. De las Formas de Terminar el 

Procedimiento. 

Capítulo VII. De la Concurrencia. 

Capítulo VIII. De la Prescripción. 

Capítulo IX. Del Derecho de los Sujetos Obligados a 

Repetir contra los 
Servidores Públicos. 

 
En el apartado V me referiré de manera 
particular al aspecto atinente a la posible 

responsabilidad patrimonial del Estado, en 
relación con el ejercicio de la función notarial. 

 

4. FUNCIÓN NOTARIAL. 
Es evidente y obvio que la función notarial es 

ejercida y llevada a cabo por los Notarios 
Públicos y, por obvias razones, en el desarrollo 

de este apartado me referiré de manera 
específica al ejercicio de la función notarial en 

el Estado de Guanajuato, haciendo una breve 
y muy general referencia a la Ley del Notariado 

para el Estado de Guanajuato, de cuyo 
ordenamiento cito los siguientes preceptos: 

 
Artículo 1, que en la parte conducente establece que la 
función notarial corresponde al Titular del Poder 

Ejecutivo. 

Artículo 2, conforme al cual la vigilancia, inspección y 

coordinación de la función notarial, corresponde al 

Titular del Poder Ejecutivo, quien podrá ejercerla a través 

de la Secretaría de Gobierno. 
Artículo 3, que precisa que Notario es el profesional del 

Derecho a quien se ha investido de fe pública para ejercer 

la función notarial. 

Para efectos de lo que mencionaré más adelante, 

considero conveniente referirme a la naturaleza jurídica 
del Notario Público y, para ello, resulta necesario recordar 

la forma de organización administrativa conocida como 

descentralización, permitiéndome recordarles que existen 

tres formas o modalidades de descentralización, que son 

la descentralización por región, por servicio y por 

colaboración. 

 

Siguiendo las enseñanzas del destacadísimo 

Maestro Gabino Fraga, en su reconocida obra 
intitulada "Derecho Administrativo", me 

permito apuntar que la descentralización por 
colaboración constituye una modalidad 

particular del ejercicio de la función 
administrativa, que tiene caracteres 

específicos que la distinguen claramente de los 
otros dos tipos de descentralización ya 

mencionados. 
 

En términos generales, la descentralización 
por colaboración es una de las formas del 

ejercicio privado de una función pública, cuyo 

ejercicio se realiza en nombre del propio 
particular, que en el caso concreto 

naturalmente sería el Notario Público, el cual 
no forma parte integrante de la organización 

administrativa del Estado, ni tampoco tiene el 
carácter de Servidor Público. 

El Notario, investido de fe pública, coadyuva 
con el Estado en el ejercicio de una función que 

originariamente le corresponde a este último, 

para lo cual necesariamente se requiere de la 
autorización respectiva, misma que constituye 

un elemento fundamental de la 
descentralización por colaboración, precisando 

que la citada autorización es precisamente el 
fiat que le otorga al Notario el Titular del Poder 

Ejecutivo de conformidad con las disposiciones 

aplicables de la Ley del Notariado para el 
Estado de Guanajuato. 

 
Adicionalmente, conviene señalar, como otro 

elemento fundamental de la descentralización 
por colaboración, el estricto poder de control, 

vigilancia, inspección y supervisión que el 
Titular del Poder Ejecutivo tiene respecto de los 

Notarios Públicos, en su carácter de 

colaboradores que están investidos de fe 
pública. 

 
V. Responsabilidad Patrimonial del Estado de 

Guanajuato, en relación con el ejercicio de la 
función notarial. 

 
El Artículo 4 de la Ley dispone que para los 

efectos de la misma, no constituye actividad 

administrativa irregular, entre otros 
supuestos, "El daño causado por un tercero en 

ejercicio de funciones públicas en los términos 
previstos por esta ley". (Fracción V). 

 
Con base en lo anterior, los daños que pudiese 

causar a un particular un "tercero en ejercicio 

de funciones públicas", no podrían ser objeto 
de la responsabilidad patrimonial del Estado 

de Guanajuato, en el entendido de que en tal 
supuesto normativo se podrían incluir, además 

de los Notarios Públicos, a los concesionarios, 



 

 

NOTARIADO GUANAJUATENSE 

15 

a los contratistas, a las instituciones 
educativas privadas, entre otros. 

 
En mi opinión, la ya referida disposición 

legislativa va en contra del espíritu y la 
naturaleza intrínseca del derecho 

fundamental, hoy denominado humano, de la 

responsabilidad patrimonial del Estado que, 
como mencioné con antelación, está 

reconocido expresamente en el último párrafo 
del Artículo 109 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos e 
incuestionablemente constituye un derecho 

sustantivo. 
 

Esto es así, porque de entrada la Ley está 

imponiendo de manera clara un obstáculo o 
impedimento para que, un particular que 

pudiese verse afectado por un error, 
equivocación, irregularidad o deficiencia en el 

ejercicio de la función notarial, esté en 
posibilidad de reclamar la indemnización 

correspondiente que pudiese sufrir en su 

persona o en sus bienes, como consecuencia 
de la actividad administrativa irregular del 

Estado que podría materializarse o hacerse 
patente en diversas formas, tales como otorgar 

el fiat quien no esté debidamente capacitado 
para el ejercicio de la función notarial, o como 

incurrir en omisiones en la vigilancia, 
inspección y supervisión de algún Notario 

Público. 

 
Se debe tener presente y se reitera que la 

responsabilidad patrimonial del Estado, 
además de ser objetiva, directa y 

extracontractual, se origina por una actividad 
administrativa irregular que es la que, por 

acción o por omisión, causa daño a la persona, 
bienes o derechos de los particulares que no 

tienen la obligación jurídica de soportarlo, en 

virtud de no existir fundamento legal o causa 
jurídica que justifique o legitime el daño 

sufrido. 
 

Pareciera ser, y reconozco que esto es una 
mera especulación que hago a título personal, 

que la hipótesis normativa de la ya citada 
Fracción V del Artículo 4 de la Ley, fue incluida 

con la finalidad de "proteger o blindar" al Poder 
Ejecutivo del Estado de Guanajuato, para 

liberarlo de responsabilidad por la actuación 

irregular de algún Notario Público, de un 
concesionario, de un contratista, etc., lo cual 

fue realizado no obstante que al igual que en la 
ley federal de la materia, la Ley establece el 

derecho de repetir en contra de los servidores 
públicos, que en la especie vendrían a ser el 

Notario, el concesionario, el contratista, etc., 
para que estos últimos le reembolsen al Estado 

las cantidades que éste le hubiere pagado a los 

particulares afectados por concepto de 
indemnización por la responsabilidad 

patrimonial del Estado. 
 

Consecuentemente, el particular afectado 

tendría que reclamar y enderezar sus acciones 

legales directamente en contra del Notario, 

concesionario,    contratista,  etc.   Que    le 

hubiese causado el daño, toda vez que, como ya 

se dijo, no constituye actividad administrativa 

irregular el daño que cause un tercero en 

ejercicio de funciones públicas. 

 

Para concluir, me permito señalar que, llegado 
el caso, si algún particular se viera afectado, 

podría llegar inclusive al extremo de promover 
un juicio de amparo contra leyes, alegando la 

inconstitucionalidad de la multicitada 

Fracción V del Artículo 4 de la Ley, con el 
argumento de que por ser la responsabilidad 

patrimonial del Estado un auténtico derecho 
sustantivo y un derecho constitucional 

mínimo, el mismo puede ser ampliado por el 
legislador ordinario en beneficio de los 

gobernados, pero no podría ser restringido o  

limitado en su perjuicio. 

 Mtro.  Francisco Xavier Manzanero Escutia 
 

- Nació en la Ciudad de México. Abogado egresado de la Escuela Libre de Derecho.  
- Cursó la Maestría de Derecho Marítimo en la Facultad de Derecho de la Universidad de Tulane en Nueva Orleans, Louisiana, E.U.A. 1985-1986.  
-De 1984 a 2000, excluyendo el año 1992, Profesor Adjunto de la Cátedra de Derecho Administrativo I en la Escuela Libre de Derecho.  
-En 1992, Profesor Titular de la Cátedra de Derecho Administrativo I en la Escuela Libre de Derecho.  
- Autor de diversos ensayos especializados de Derecho Administrativo y de Derecho Marítimo.  
- De febrero de 1999 a febrero de 2002, Coordinador de la Comisión de Derecho Administrativo de la Barra Mexicana Colegio de Abogados, A.C.  
-Miembro Supernumerario de la Academia Mexicana de Jurisprudencia y Legislación.  
-A partir de 2013, Profesor Titular de la Cátedra de Derecho Marítimo en la Escuela Libre de Derecho, Cátedra que también ha impartido e imparte en la 
Facultad de Derecho de la Universidad Panamericana, Campus Ciudad México.  
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LA CONVENCIÓN DE LA HAYA Y LA APOSTILLA 

 

Not. Javier Adolfo López Márquez* 
LA ALDEA GLOBAL. 
 

 Este término fue acuñado por el 
sociólogo Canadiense MARSHALL MCLUHAN, 

quien hace referencia a las consecuencias 
socioculturales de la comunicación inmediata y 

mundial de todo tipo de información. Se trata 

de un cambio trascendente, porque antes del 
siglo XX en el que todos estos medios de 

carácter audiovisual comenzaron a difundirse, 
las comunicaciones eran dominadas por la 

palabra escrita.  
 

Mas con el avance de la globalización en 
el área económica mundial hoy en día, surge 

como su consecuencia el que, en las relaciones 

internacionales, los tiempos y las distancias se 
hayan reducido de forma inmediata a través de 

la tecnología, en especial las comunicaciones, 
incidiendo entre otras, en las áreas y relaciones 

comerciales entre países, creándose bloques 
económicos, regulados y regularizados a través 

de tratados y Convenios internacionales. 

 
Lo anterior ha convertido actualmente al 

mundo en ese concepto: Somos una ALDEA 
GLOBAL, y es aún más pequeña. 

 
Ejemplo de ello lo vivimos actualmente 

en México, por la existencia de los tratados de 
Libre Comercio de los que formamos parte. 

 

  
 

 

 Constantemente en nuestra vida profesional 
Notarial y derivado de la globalización, nos 

encontramos con que igualmente participamos 
en ella, tanto en las áreas civiles como en las 

mercantiles, a solicitud de parte en los distintos 

actos jurídicos que los particulares celebran en 
el concierto jurídico internacional, el que ha 

dado como consecuencia la multiplicidad de 
relaciones entre las naciones, mismas que han 

requerido certeza jurídica a lo largo de la 
historia. 

 
 Como resultado de esto, ha sido obligado 

crear y renovar un pluralismo jurídico 

dinámico, creando fuentes de Derecho, el que 
al igual evoluciona entre los actores de esas 

relaciones internacionales y que identifica 
como sujetos a “LOS ESTADOS”,  que a su vez 

en el cuerpo del presente, les denominaremos 
indistintamente como los “PAÍSES”.    

 

            A la ciencia del Derecho  se le ha 
clasificado en dos distintas ramas: La de 

DERECHO PUBLICO Y DERECHO PRIVADO.  
 

El primero, el DERECHO PUBLICO, 
establece las normas y regula las relaciones 

entre los ciudadanos integrantes de una nación 
y el Estado y sus instituciones, siendo estas 

básicas y tradicionalmente: 
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I) Derecho CONSTITUCIONAL, II) 
Derecho ADMINISTRATIVO.- III) Derecho 

INTERNACIONAL PÚBLICO.- IV) Derecho 
PENAL.-V) Derecho FISCAL y/o Tributario.- VI) 

Derecho LABORAL.-  VII) Derecho PROCESAL.- 
 

La segunda: el DERECHO PRIVADO, el 

que regula las relaciones entre las personas, 
tanto individuales o entre personas morales, 

siendo igualmente las siguientes: 
I) Derecho CIVIL.- II) Derecho 

MERCANTIL O COMERCIAL.- III) Derecho  
INTERNACIONAL PRIVADO.- 

          Como condición sine qua non, 
“LOS ESTADOS”, son los sujetos de Derecho 

Internacional  Público. 

 
 Para el efecto de las relaciones entre “Los 

Estados”, los instrumentos jurídicos de los que 
se hace uso, básicamente son los TRATADOS 

Y CONVENCIONES INTERNACIONALES. 
 

 La institución ante la cual se celebran 

los Tratados y los convenios es LA 
CONFERENCIA DE LA HAYA DE DERECHO 

INTERNACIONAL PRIVADO O HCCH 
(POR HAGUE CONFERENCE ON PRIVATE 

INTERNATIONAL LAW – CONFÉRENCE DE 
LA HAYE DE DROIT INTERNATIONAL PRIVÉ) 

la que es una organización 
intergubernamental cuyo propósito es 

trabajar para la unificación progresiva de las 

reglas de Derecho internacional privado. 
 

Estos Convenios e instrumentos 
proporcionan claridad y dirección en las 

relaciones transfronterizas en tres áreas 
principales: 

- Derecho internacional de familia y 
protección internacional de niños 

- Litigios transnacionales y 

APOSTILLAS 
- Derecho comercial, digital y 

financiero internacional. 
 

    La sede de la oficina permanente se 
encuentra en el Palacio de la Paz de la Haya 

(Países Bajos) y es el único de los seis órganos 

principales de la Organización de las Naciones 
Unidas que no se encuentra en  Nueva York, en 

los Estados Unidos de Norteamérica..  
   

En cuanto a México, me adelanto, 
transcribiendo el artículo 2 de la LEY SOBRE 

LA CELEBRACIÓN DE TRATADOS, el cual lo 
define en los siguientes términos: 

 
“Para los efectos de la presente Ley se 

entenderá por:  
“I.- “Tratado”: el convenio regido por el 

derecho internacional público, celebrado por 
escrito entre el Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos y uno o varios sujetos de Derecho 
Internacional Público, ya sea que para su 
aplicación requiera o no la celebración de 
acuerdos en materias específicas, cualquiera 
que sea su denominación, mediante el cual los 
Estados Unidos Mexicanos asumen 

compromisos.”….  
 

 La definición tradicional es la siguiente: 
 

Se entiende como TRATADO 
INTERNACIONAL al acuerdo celebrado entre 

dos o más sujetos de Derecho Internacional 

Público, con objeto de crear, transferir, 
modificar o extinguir una relación jurídica 

entre ellos, estableciendo derechos y 
obligaciones por escrito en un instrumento 

único o más documentos relacionados entre sí, 
sin importar su denominación. 

 

En la actualidad, México cuenta con 14 
Tratados de Libre Comercio que abarcan 50 

países, lo que permite tener un acceso 
preferencial a importantes mercados alrededor 

del mundo al eliminar barreras comerciales y 
facilitar el intercambio de bienes y servicios. 

  
Ejemplo vigente de ello es el tratado 

celebrado entre Estados Unidos México y 

Canadá (USMECA), en el cual se establecieron 
esos derechos y obligaciones. 

 
  Actualmente, la concepción tradicional 

que se asigna al Derecho Internacional 
Privado, es el estudio del método de los 

conflictos de leyes para la resolución de 
problemas derivados del tráfico jurídico 

internacional de carácter privado, es decir, 

los problemas que surjan entre particulares en 
el ámbito del Derecho Internacional Privado.  

 
Hoy, la múltiple actividad internacional 

ha dado como resultado el que se celebren 

https://es.wikipedia.org/wiki/Estado
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Convenios, que inciden para su regularización 
en el Derecho Internacional Privado (y es el que 

ubicamos en la presente colaboración) cuyo 
objetivo y consecuente logro es el cómo se ha 

resuelto el gran problema que se presentaba 
para la legal identificación de los funcionarios 

públicos, en los actos jurídicos en que deben de 

actuar en esas actividades y es “La 
LEGALIZACION”. 

 
El efecto de esa “Legalización” consiste 

en certificar en cadena, conforme a la  
jerarquía de funcionarios,  la autenticidad 

de la firma en los documentos Públicos y en 
los instrumentos expedidos por  los 

funcionarios que ejercen un cargo público y 

en desempeño de sus facultades en ejercicio 
de sus funciones; mas sólo se reconoce su 

autógrafo y la calidad de quien firmó el 
documento, pero no la validez de los datos 

contenidos en el mismo. 
 

Dichas firmas deberán estar  registradas 

en la base de datos de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, y en el caso de la 

República Mexicana, por las Secretarias de 
Gobierno de los Estados de la Unión, para que 

el documento sea válido a nivel internacional y 
surta esa certeza jurídica de los documentos 

presentados, por la parte interesada. 
  

Lo anterior provocaba prolongación en el 

tiempo y costos de ese procedimiento. 
 

A efectos de evitar ese largo trámite de la 
LEGALIZACIÓN, México, para efectos de un 

método alternativo legislativo, decide adherirse 
a la CONVENCIÓN DE LA HAYA, conocida 

igualmente como CONVENCIÓN DE LA 
APOSTILLA,  adoptada en La Haya, Países 

Bajos, el 5 de octubre de 1961, por la que se 

Suprime el Requisito de Legalización de los 
Documentos Públicos Extranjeros. Nuestra 

nación, a partir del 14 de agosto de 1995, es 
parte de dicha Convención.  

 
 DEFINICIÓN. - Se denomina como 

“APOSTILLA”, y también en francés: apostille, 

"nota" o "anotación"  de documentos públicos 
mexicanos, y es  la  certificación sobre la 

autenticidad de la firma y la calidad con la que 
actúa el signatario de un documento público, y 

en su caso la identidad del sello o  del 
timbre  del que esté revestido el documento. 

 
Para adherirse México a este Convenio, 

decidió que se debe partir del marco jurídico 
que lo regula y como ya se expresó, con fecha 

del 14 de agosto de 1995, México es parte de 

dicha Convención.-  
 

MARCO JURÍDICO NACIONAL 
 

En el Diario Oficial de fecha 28 de Enero 
de 1986, se publicó el Decreto por el que se 

aprobó en México el Estatuto de la Conferencia 
de La Haya sobre Derecho Internacional 

Privado. La Cámara de Senadores, en ejercicio 
de la facultad concedida por el artículo 76, 

fracción I, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos aprobó el citado 
Estatuto. 

 
En el Diario Oficial de fecha 12 de Mayo 

de 1986, se publicó el Decreto de Promulgación 
del Estatuto de la Conferencia de La Haya de 

Derecho Internacional Privado. 

 
Bajo la regla de jerarquía de leyes, la Ley 

Suprema es la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, nuestra Carta 

Magna del 5 de febrero de 1917, en la que en 
su  artículo 133 constitucional define la 

llamada jerarquía de leyes y establece que la 
Ley Suprema de la Nación, el que a letra reza: 

 

“Artículo 133.- Esta Constitución, las 
leyes del Congreso de la Unión que emanen 

de ella y todos los tratados que estén de 
acuerdo con la misma, celebrados y que se 

celebren por el Presidente de la República, 
con aprobación del Senado, serán la Ley 

Suprema de toda la Unión…..” 
 

“Artículo 80.- Se deposita el ejercicio del 
Supremo Poder Ejecutivo de la Unión en un solo 
individuo, que se denominará "Presidente de 

los Estados Unidos Mexicanos.”  
 
Por tanto define quién es el Órgano 

facultado para la celebración de esos tratados 
internacionales y se correlaciona  bajo el 

principio de legalidad en su artículo 89 que 
consta de veinte fracciones, definiendo las 
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facultades y obligaciones del Presidente de la 
República y en la fracción X, el menciona….: 

 
 “Dirigir la política exterior y 

celebrar tratados internacionales, así como 
terminar, denunciar, suspender, modificar, 

enmendar, retirar reservas y formular 

declaraciones interpretativas sobre los 
mismos, sometiéndolos a la aprobación del 

Senado…….”, hoy vigente. 
 

A su vez, limita al  Ejecutivo y faculta al 
Senado, autorizar o no la celebración de los 

mismos, pues en el  mismo cuerpo de Ley 

Constitucional en su Artículo 76 en su fracción 
I que con carácter imperativo señala:  

 
“Artículo 76. Son facultades exclusivas 

del Senado: I. Analizar la política exterior 
desarrollada por el Ejecutivo Federal con base 
en los informes anuales que el Presidente de la 
República y el Secretario del Despacho 
correspondiente rindan al Congreso. Además, 

aprobar los tratados internacionales y 
convenciones diplomáticas que el Ejecutivo 

Federal suscriba, así como su decisión de 
terminar, denunciar, suspender, modificar, 

enmendar, retirar reservas y formular 
declaraciones interpretativas sobre los 

mismos;   

 
Convirtiéndose así, en una fuente más 

del Derecho Nacional. 
 

Es de hacer notar que en el cuerpo de la 
redacción de nuestra Constitución, se utilizan 

como sinónimos varios vocablos: “Tratados 

Internacionales”, “Convenciones Diplomáticas 
y Tratados”, y en la Ley Sobre la Celebración de 

tratados, se utilizan términos como: “Acuerdos” 
o “Convenios”.  

 

LEYES SECUNDARIAS 
 

Como norma secundaria, fue expedida la 

Ley Sobre la Celebración de Tratados, que 
fue publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el día 2 de enero del año 1992 y se 

encuentra vigente.   
 

En su artículo 1 se lee:    
 “La Presente Ley tiene por objeto 

regular la celebración de Tratados y 

acuerdos institucionales en el ámbito 
internacional. Los tratados sólo podrán ser 
celebrados entre el Gobierno de los Estados 
Unidos Mexicanos y uno o varios sujetos de 
derecho Internacional público……”  

 
Complementaria es la Ley Orgánica de 

la Administración Pública Federal. En su 
artículo 28, fracción I, señala: “La Secretaría 

de Relaciones Exteriores es la dependencia 
encargada de conducir la política 

exterior, a través de la intervención en toda 
clase de tratados, acuerdos y convenciones 

en los que el país sea parte….” 
 
Habiendo analizado el marco jurídico 

nacional correspondiente a la legalidad de la 
adhesión de México al convenio de la Haya en 

tratándose de la apostilla, pasemos a 
identificar específicamente y de manera 

parcial, el estatuto de ese Convenio 

multimencionado, que consta de 15 artículos, 
a cual más de suma importancia, mas sólo 

mencionaré el referente al interés de nuestra 
participación Notarial. 

 
En su artículo 1, en su redacción 

literalmente menciona: 
 

“El presente Convenio se aplicará a los 

documentos públicos que hayan sido 
autorizados en el territorio de un Estado 

contratante y que deban ser presentados en el 
territorio de otro Estado contratante. 

Se considerarán como documentos 
públicos en el sentido del presente Convenio: 

a) ….. 
b) ….. 

c) “Los documentos notariales;” 

d)  …..  
“Sin embargo, ……”  

 
Es importante destacar aquí que el texto 

no se refiere a documentos firmados por 
personas actuando en su carácter privado, sino 

únicamente a los certificados oficiales que los 

acompañan firmados por los funcionarios 
autorizados.  

  
La calificación de Documento Público, se 

identificó en el Código Federal de 
Procedimientos Civiles en el capítulo 

correspondiente a las pruebas, hoy abrogado 



 

 

NOTARIADO GUANAJUATENSE 

20 

por medio del Decreto por el que se expide el 
Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares, publicado en el DOF 07-06-2023 
que las define en su artículo 312 en once 

fracciones, y la Primera Fracción a la letra reza: 
 

 Son documentos públicos: I. Las 

escrituras públicas, pólizas y actas 
otorgadas ante corredor público, notaria o 

notario público, según corresponda y los 
testimonios y copias certificadas de dichos 

documentos, firmadas en forma autógrafa 
o con firma electrónica avanzada;  …..II…. 

XI….. 

 
A su vez en nuestra Entidad Federativa, 

Guanajuato, conforme al contenido del artículo 
segundo transitorio del nuevo Código, se 

deberá emitir la Declaratoria y deberá señalar 
expresamente la fecha en la que entrará en 

vigor el Código Nacional de Procedimientos 
Civiles y Familiares, la que deberá  ser 

publicada en el Diario Oficial de la Federación 

y en el Periódico Oficial del Estado.  
 

En el caso de las Entidades Federativas, 
el presente Código Nacional, entrará en vigor en 

cada una de éstas, de conformidad con la 
Declaratoria que al efecto emita su Congreso 

Local, previa solicitud del Poder Judicial del 

Estado correspondiente, sin que la misma 
pueda exceder del 1o. de abril de 2027, esto en 

referencia a la identificación de cuáles son los 
“documentos públicos.” 

 
Ahora bien, la competencia específica de 

las autoridades Federales, y la de las Entidades 
Federativas, en cuanto a las legalizaciones y 

apostillas, se encuentra previsto por el artículo 

27 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal en su fracción X, la que 

establece:  
 

“A la Secretaría de Gobernación 
corresponde el despacho de los siguientes 
asuntos: X.- Llevar el registro de autógrafos de 
los funcionarios federales y de los Gobernadores 
de los Estados y legalizar las firmas de los 

mismos. Los documentos públicos federales que 
se expidan en las entidades federativas 
deberán ser apostillados por la Delegación 
Estatal de la Dirección General de Gobierno de 

la Secretaría de Gobernación del lugar donde se 
expida el documento.” 

 
Por regla general se excluyen los 

documentos estatales o municipales que se 
pretendan legalizar o apostillar; estos deberán 

presentarse según su naturaleza ante la 

Autoridad competente correspondiente, 
además  bajo el principio “Locus Regis 

Actum” en nuestro caso, se aplica lo 
establecido en la Ley Orgánica del Poder 

Ejecutivo para el Estado de Guanajuato y para 
el efecto, la autoridad competente es la 

Secretaria de Gobierno del Estado a través de 

la Dirección General de Asuntos Jurídicos, la 
que bajo su adscripción tiene el Departamento 

de Legalizaciones y Apostillas; la efectúan a 
petición de parte y certifican el origen de un 

documento y señalan que es auténtico.  
 

          El Gobierno del Estado de Guanajuato 
en su página Web, con gran calidad informativa 

a través de la Dirección de Atención ciudadana, 

informa y orienta en forma práctica, como 
realizar el trámite de los documentos que 

requieren legalización o apostilla. 
 

CONCLUSIONES. 
  

1.- La CONVENCIÓN DE LA HAYA 
generó el que es igualmente conocido como el 

“CONVENIO DE LA APOSTILLA. A dicha 
Convención se encuentra adherido México y 

tiene el mismo nivel jerárquico de las normas 

de la Constitución Política de México. 
 

2.- Se aplica entre los países que se 
encuentran adheridos al Convenio. 

 
3.- Cuando se pretende la legalización de 

un documento de un país que no está adherido 

al Convenio de la Haya, por ejemplo Canadá, se 
debe recurrir a la legalización en cadena de las 

autoridades intervinientes.   
 

4.- Por ser de naturaleza administrativa 
se trata únicamente de darle certeza a la forma, 

pues no se debe de confundir en qué consiste 
la apostilla o legalización en su caso, con 

respecto de la legalidad del contenido del 

documento apostillado o legalizado, ya que el 
mismo puede ser impugnado en procedimiento 

judicial por los interesados.  
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5.- Derivado de su calidad jerárquica 

jurídica, debe ser aceptado por los jueces de 
cada entidad federativa, los que se arreglarán a 

la Constitución y tratados, a pesar de las 
disposiciones en contrario que pueda haber en 

las Constituciones o leyes de las entidades 

federativas. 
 

Derivado de todo lo anterior se resuelve 
la incorrecta controversia que existe en el 

sentido de que, equivocadamente, se ha 
opinado que carecen de validez los poderes y 

documentos expedidos por los “Notary Public” 
de los Estados Unidos de Norteamérica, aun y 

cuando se haya agregado por el Departamento 

de Estado correspondiente, la Apostilla y/o los 
actos celebrados en otros países, aún y cuando 

los funcionarios que firmaron, no sean Notarios 
Públicos en los términos del Notariado Latino. 

 
Queda aún mucha tinta por correr en el 

tema, tanto por la naturaleza jurídica de las 

relaciones internacionales, amén de sus 
Instituciones y los múltiples Convenios que se 

han celebrado, que inciden por ejemplo en 
estas materias: 

 
 I.- “PROTOCOLO SOBRE 

UNIFORMIDAD DEL RÉGIMEN LEGAL DE 
LOS PODERES”, adoptado en Washington, 

Estados Unidos de América; vigente en México 

desde 1953. 
 

II.- CONVENCIÓN INTERAMERICANA 
SOBRE RÉGIMEN LEGAL DE PODERES 

PARA SER UTILIZADOS EN EL 
EXTRANJERO, concertado por Los Gobiernos 

de los Estados miembros de la Organización de 
los Estados Americanos (OEA). 

 

Seguidamente, existe ya en varios países 
la Apostilla electrónica, la que dará lugar a 

las reformas en la actual forma tradicional de 
apostillar documentalmente, la que consiste en 

adherir al documento que se apostilla, un 
ejemplar cuadrado que debe de medir 9 nueve 

centímetros por lado, con la redacción que 

adelante transcribo. 
 

Como reflexión final: ¿Qué 
modificaciones legislativas deberán 

implementarse por las Instituciones rectoras de 
los Tratados y Convenios Internacionales, así 

como por los países que concurrimos en el 
concierto mundial como usuarios del Derecho 

Internacional Privado y los Estados, en el 

Derecho Internacional Público, una vez que la 
IA (Inteligencia Artificial) se posesione del 

tema?   Nosotros, el Notariado Latino, desde 
hoy deberemos tomar conciencia de ello, para 

crear y renovar ese pluralismo jurídico y 
técnico que nos permita continuar como 

garantes de la Fe Pública delegada 

precisamente por el Estado. 
 

 
                                APOSTILLE  

 

(Convención de la Haya de 5 octubre 1961) 
 1. País………………………………………………………. 

 El presente documento Público 

2. Ha sido firmado por………………………………. 
3. Quien actúa en calidad de…………………….. 

4. Y está revestido del sello/timbre de……… 

………………………………………………………..…….. 
                             Certificado 

5. En…………………………….6 El día………….……. 

7 Por………………………………………….……………… 

…………………………………………………………………
.. 

8. No………………………………………………………….. 

9. Sello/timbre:                      10: firma…………. 

 

       

 
 
 

 
 

NOT. JAVIER ADOLFO LOPEZ MARQUEZ* 
ABOGADO Y NOTARIO PUBLICO NUMERO 3  

DEL PARTIDO JUDICIAL DE SAN LUIS DE LA PAZ, GTO. 
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LA VIABILIDAD DE LA INTELIGENCIA 
ARTIFICIAL EN LA RESOLUCIÓN DE LOS JUICIOS 

Lic. Juana Emine Anaya Rodríguez*

Los avances tecnológicos han permitido el 
uso de la Inteligencia Artificial (IA) en 

diversos aspectos de la vida. Desde lo 
lúdico como pueden ser los videojuegos, 

hasta lo profesional y productivo. Ejemplo 
de ello son: La mejora en la fotografía, la 
automatización en las fábricas, etc. En 

apariencia esto nos ha facilitado la vida. 
 

Sin embargo, hay usos de la IA en los 
cuales apenas se inicia, aunque con un 

avance a pasos agigantados y el Derecho, al 
estar en constante evolución, no puede ser 
la excepción en la aplicación de esa 

tecnología. 
 

Pudiera llegar a ser útil en juicios 
complicados, al leer los folios del 

expediente e identificar las diligencias 
practicadas y las faltantes. 

                                                             
1 10 de agosto del 2023 https://elcomercio.pe/tecnologia/actualidad/la-
primera-jueza-de-inteligencia-artificial-que-resuelve-tus-problemas-en-
segundos-ruth-bader-ginsburg-poder-judicial-estados-unidos-noticia/ 

Pero ¿es viable el uso de los “jueces robot”? 
Una empresa israelí creó un sistema de IA 

que procura replicar el conocimiento de la 
jueza y jurista norteamericana  Ruth Bader 

Ginsburg1. El sistema funciona vía chat 
mediante la formulación de preguntas 
legales y las respuestas arrojadas, en pocos 

segundos son ”si”, “no”, y “quizá”, seguidas 
de un argumento explicando brevemente la 

respuesta.  
 

El ejemplo anterior serviría como 
argumento de quienes están a favor de la IA 
al decir que es imparcial, rápida y actual, 

pues algunos incluso refieren que un juez 
humano es obsoleto. No obstante, la IA del 

ejemplo anterior es limitada; se utilizaron 
más de 600.000 palabras del ámbito legal, 

pero los mismos creadores del programa 
advierten que la información 

https://tn.com.ar/internacional/el-feminismo-de-eeuu-lamenta-la-muerte-de-la-jueza-ruth-bader-guinsburg-y-desconfia-de-donald-trump/2020/09/19/6DVTMNEP3NCQNOZXDQUQ4LD7XM_story/
https://tn.com.ar/internacional/el-feminismo-de-eeuu-lamenta-la-muerte-de-la-jueza-ruth-bader-guinsburg-y-desconfia-de-donald-trump/2020/09/19/6DVTMNEP3NCQNOZXDQUQ4LD7XM_story/


 

 

NOTARIADO GUANAJUATENSE 

23 

proporcionada debe ser tomada con 
cautela. 
 

El avance tecnológico que implicaría tomar 
las decisiones judiciales, no debe 

considerar que estas pueden ser emitidas 
por un “juez robot”, pues se requiere del 

razonamiento judicial y todo lo que este 
conlleva; cada caso tiene sus 

peculiaridades, las cuales no pueden ser 
analizadas por meros algoritmos. 
 

El juez y la jueza deben buscar la justicia y 
en su actuar tienen que considerar todas 

las circunstancias del caso en concreto, 
detectando contextos de vulnerabilidad, 

relaciones asimétricas de poder en las 
cuales se requiere equilibrar situaciones 
estructurales de desigualdad, buscando 

una solución apegada a Derecho para 
equilibrar estas relaciones que por 

cuestiones culturales, económicas, 
sociales, políticas y/o históricas han 

colocado a las personas en una situación 
de discrepancia  
 

Es indispensable equilibrar una situación 
dada mediante el trato diferenciado, 

haciendo hincapié en que se respetará el 
goce de los derechos de las partes, pues lo 

que se busca es compensar la desigualdad 
en la que se encuentra la persona 
involucrada por su situación de pobreza, 

marginación y vulnerabilidad, en aras de 
los principios de igualdad y no 

discriminación.  
 

Existen juicios que requieren ponderación 
de derechos para evitar la vulnerabilidad y 
eventual vulneración de los derechos 

humanos con la aplicación de la ley. Por 
ello es indispensable la implementación de 

una interpretación y aplicación por 
analogía. 

 

                                                             
2 10 de agosto del 2023  https://www.gob.mx/epn/articulos/5-datos-sobre-
los-pueblos-indigenas-en-mexico 

A manera de ejemplo de la importancia en 
la resolución de asuntos por un juez o jueza 
humano, en México hay alrededor de 62 

grupos indígenas2, cada uno de ellos con 
sus usos y costumbres particulares; en 

algunos de ellos se requiere crear  espacios 
en la toma de decisiones políticas, resulta a 

la vez necesario implementar la cultura de 
la participación de la mujer en el ejercicio 

del derecho a la ciudadanía y ante tales 
realidades,  una sentencia o resolución 
emitida  por un “juez robot” se limitaría a 

determinar que esos usos y costumbres son 
anticonstitucionales de acuerdo al artículo 

34 de la Ley Suprema y se debe aplicar la 
Convención sobre los Derechos  Políticos de 

la Mujer, CEDAW; la Declaración y 
plataforma de la IV Conferencia 
Internacional sobre la Mujer, la Convención 

Belem Do Para, la Ley del Instituto Nacional 
de las Mujeres, así como la Ley Federal 

para prevenir y Eliminar la discriminación 
y la Ley General de Acceso de las mujeres a 

una vida Libre de Violencia; Sin embargo, 
también en este supuesto no solo es 
necesario sino imperativo por parte de la 

Juez o Jueza, al explicar a la comunidad la 
razón de la sentencia, cómo es que las 

mujeres no pueden ni deben estar 
excluidas de los derechos políticos y no solo 

resolver imponiendo el respeto de los 
derechos políticos de las mujeres, así como 
exponerse  la importancia de la 

participación de la mujer en las cuestiones 
políticas, al ser dicha aportación  

enriquecedora y fortalecedora de la 
democracia, pues al vivir en una 

comunidad, lo que  en esta ocurre afecta y 
beneficia también a las mujeres, quienes 
tienen ideas y proyectos de cómo se pueden 

mejorar las cosas. 
 

El juez y la jueza tienen la obligación de 
respetar, de proteger los derechos 

humanos y para ello se requiere analizar 
las implicaciones prácticas de colocar a la 



 

 

NOTARIADO GUANAJUATENSE 

24 

persona y su protección en el centro del 
actuar de la justicia, lo que implica que al 
momento de juzgar se tomen en cuenta 

varios principios, fines, valores y no solo el 
derecho en general, para que además de 

permitir la titularidad de los derechos 
humanos, se cuente con la eficacia de 

estos,  no olvidando  el Decálogo del 
Abogado, particularmente el mandamiento 

que reza:  
 
Lucha  

 
“Tu deber es luchar por el derecho, pero el 

día en que encuentres en conflicto el 
derecho con la justicia, lucha por la 

justicia” 
 
Una IA no lucha por la justicia, al ser esta 

última un fin, medio, un principio y por ello 
sólo es dable ser impartida por un operador 

u operadora jurídico, pues si bien son 
imperfectos, también son humanos y 

realizan como tales un análisis 
personalizado de cada caso, teniendo 
derecho todas las personas a una sentencia 

que les proporcione una solución personal.  
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
                          Lic. Juana Emine Anaya Rodríguez 

         Juez Menor Mixto en Cortazar, Gto. 
            emineanaya@yahoo.com.mx 
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REFLEXIONES SOBRE EL REGIMEN DE 
PROPIEDAD EN CONDOMINIO DESDE UN 

ENFOQUE ORIENTADO EN EL URBANISMO: UN 

ANÁLISIS CRÍTICO 

 
M. en Val. Arq. Luís Gerardo Macías Martínez 

 
Distinguidos lectores 
¡Que gusto tener esta experiencia de 
dirigirme a un gremio que aprecio y respeto 
tanto, aunado al recuerdo de mi progenitor 
que ejerció tan digna profesión y que me 
hubiese gustado tanto tener platicas con él 
como la que ahora pretendo entablar con 
ustedes! 
 
Todo surge porque en días recientes, tuve un 
cruce de mensajes con mi amigo, que me 
precio de contar con él, el Licenciado y 
Notario Público Roberto Romualdo Orozco 
Galindo, relativo al ejercicio ético del 
Valuador en asuntos en los que tiene 
conflicto de interés y me propuso que 
realizara alguna reflexión al respecto. Pero 
bueno, en mi parte inquieta, más allá de 
abordar los términos legales en los que 
estaría en plena desventaja o hasta en 
condición de nulidad ante un núcleo de 

profesionales de la materia, he decidido dar 
un ligero “golpe de timón”, para que, en el 
mismo vértice del tema de la ética, aborde 
algo que me inquieta mucho y que tiene una 
relación directa con mi ejercicio profesional y 
del Desarrollo Urbano, que es el tema del 
Régimen de Propiedad en Condominio. 
 
Es muy clara la tendencia de ya hace algunas 
décadas, pero impulsada recientemente, en 
la que la figura de la propiedad bajo el 
régimen de propiedad en condominio es muy 
demandada, ya sea por razones de seguridad, 
tan importantes en nuestra realidad actual, 
como por cuestiones de convivencia, 
privacidad y hasta por estatus social, entre 
otros factores. Anteriormente estábamos 
acostumbrados a vivir en fraccionamientos 
abiertos; las realizaciones sociales estaban 
muy ligadas a las zonas en donde se residía 
y se desarrollaba la vida. Algunos preferían 
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vivir lejos del ajetreo, otros tantos, vivir cerca 
de sus actividades comunes y constantes y 
también estaban los que llegaban a especular 
con la tierra, sabiendo que habría potencial 
en el crecimiento de las ciudades. El efecto 
causado fue que las ciudades se extendieran 
de forma horizontal, cubriendo rápidamente 
sus extensiones territoriales y abarcando sus 
reservas agrícolas, forestales, etc., 
cambiando el uso del suelo original por usos 
urbanos. Con ello empieza el problema. 
 
¿Qué sucede con las figuras de planeación 
urbana? Ellas tienen su auge en la década de 
los años setenta del siglo pasado, ante la 
urgencia de ordenar el desarrollo de los 
centros urbanos que crecían 
desmesuradamente, comenzando a hacerse 
ejercicios de planificación, incipientes claro. 
Lo primero que hubo de hacerse, fue 
diagnosticar y reconocer lo que sucedía con 
la sociedad, sus necesidades de habitación, 
equipamiento y servicios, pero muchos 
llegaron a ser solo un reconocimiento de los 
efectos que ya estaban causados. No se 
estaba planificando, se estaba llegando sólo 
a diagnosticar al enfermo. Y bien, muchos 
podrán decir; “Pues yo creo que sigue 
sucediendo así” y entre ellos su servidor sería 
parte de la opinión, dado a que en las 
modificaciones a los planes de desarrollo (y 
me he de dirigir en ese término, a pesar de 
que en la legislación les cambian 
constantemente el nombre o la 
denominación) se sigue haciendo mucho 
diagnóstico, pero poco se planifica el 
desarrollo y se cambian de densidad o de 
usos, diversos polígonos de la ciudad para 
reconocer que han sufrido cambios, por no 
seguir las políticas de planes anteriores. 
 
Este efecto trae a la luz la gran demanda de 
los asentamientos regidos por el condominio, 
tanto de uso habitacional como de uso 
comercial, industrial, etc. En un inicio, 
considero que fue la forma de darle “la vuelta” 
a una legislación que considero ha 
complicado mucho la realización de 
fraccionamientos abiertos, como lo pueden 
apreciar en los requisitos que nos señala en 
el Estado de Guanajuato el Código Territorial 

y sus reglamentos municipales de 
ordenamiento territorial, pero que de alguna 
forma siguen la tendencia de re - densificar 
áreas sub utilizadas de suelo urbano, así 
como polígonos específicos, que los 
planificadores consideran adecuado 
repoblar, para dar vida diurna y nocturna a 
ciertas áreas de las ciudades, muy en 
específico a los polígonos que circunscriben a 
los centros históricos, ya que en los centros 
poblacionales de las ciudades medias, se 
optó por sacar de una forma “natural” la 
vivienda y convertirla en actividades 
comerciales, de servicios o de equipamiento, 
abandonando pues, las actividades de esas 
zonas en los horarios en los que no hay 
atención al público; Con ello, la vivienda se 
desalentó y como consecuencia, se han 
vuelto lugares inseguros de transitar en esos 
horarios específicos. 
 
Por los efectos descritos, entre muchas 
variables más que nos llevaría muchas 
platicas tratar, considero que la sociedad 
volteó a ver con gran interés el vivir en este 
régimen. Sitios delimitados, protegidos, en 
los que quienes circularan serían 
exclusivamente mis vecinos y no personas 
ajenas, con lenguajes arquitectónicos 
homogéneos, calidades y cualidades 
semejantes y por supuesto, pobladores con 
características sociales, comerciales o 
ejecutivas semejantes. 
   
Pues bien, entendidas las circunstancias 
descritas, lo que me inquieta y que pongo 
sobre la mesa de la discusión, es ¿Cómo 
administramos y controlamos la figura del 
condominio buscando que no sea un 
problema a futuro y que tengamos una visión 
abierta de sus efectos? 
 
Por obviedad me conduciré en primer término 
por la generación o creación del “embrión”, 
que lo es tanto el proyecto como su cálculo 
en el entorno del mismo régimen. Hemos sido 
todos testigos de la infinidad de proyectos del 
tipo de asentamientos en cuestión, pero ¿Se 
tiene clara idea de las repercusiones que 
traerán a futuro? No entraré en el marco 
jurídico de describirlo, reconociendo 
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claramente que es imprescindible conocerlo, 
pero reitero, mi plática es con profesionales 
del tema. Caeremos en la discusión de 
nuestro respectivo actuar, sobre la base de 
que es una forma de repartir las obligaciones 
y derechos de una convivencia en 
copropiedad y que, para el cálculo de las 
áreas privativas y comunes, así como de sus 
indivisos correspondientes, tendrán varias 
formas de abordarse. En lo que a mi 
experiencia como valuador he visto, la 
mayoría optan por repartir las áreas de suelo 
y construidas, relacionando ambas y 
obteniendo su porcentaje de indivisos. Otros, 
que más bien van dirigidos a actividades 
comerciales, optan por un cálculo de los 
beneficios que pueden obtener de los bienes 
a partir de los posibles ingresos generados a 
futuro, su ubicación, potencialidad o hasta 
efectos indirectos por influencias de entes en 
el mismo desarrollo, como en el caso de 
plazas comerciales, las llamadas tiendas 
“ancla”, o en el caso de asentamientos 
industriales, por las cercanías a las áreas de 
embarque y desembarque. Otros tantos, 
optan por calcular las áreas por medio de la 
generación de áreas virtuales que reflejarán 
las bondades de ubicación. Pero en todos los 
casos, podremos asumir que se están 
reconociendo divisiones de un todo en partes 
proporcionales. ¿Y son en realidad 
proporcionales? Aquí la inquietud. Con cierto 
desparpajo se ve la asignación de las áreas 
privativas, las comunes y la obtención de 
indivisos, como una práctica matemática 
básica, sin que signifique que tenga que ser 
“ciencia nuclear”; tan básica como en el caso 
en el que me tocó ver en un fraccionamiento 
habitacional, que la repartición fue tan 
elemental como dividir la superficie del 
territorio total entre el número de lotes, como 
si todos fueran idénticos, con la misma 
ubicación y las mismas bondades de cada 
uno de los lotes. ¿Qué pasará en un 
fraccionamiento de diseño orgánico, en 
donde todos los lotes son de diferentes 
cualidades y no existe un lote tipo o lote 
moda? Pues sí, una desigualdad. O bien, 
regresando a lo elemental de la aplicación de 
matemáticas básicas, pues considerar que si 
ya “partí el pastel” pues entonces ya puedo 

conseguir mi trámite, sin tomar en cuenta las 
consecuencias que atraerán tales acciones. 
Recordemos la importancia que significa la 
obtención del porcentaje de indiviso, ya que 
ello señalará para los habitantes, sus cargas 
de obligaciones y derechos de 
mantenimiento, conservación y reparación 
de todo lo que hay dentro de los condominios. 
 
Acto seguido, para la elaboración de los 
cálculos de superficies privativas, comunes e 
indivisos, muchos clientes asumen que ellos 
lo pueden elaborar, dados a considerar que 
se trata, como se mencionó con antelación, 
de un simple ejercicio de matemática básica 
y que pueden reservarse un beneficio 
económico al no recurrir a un profesional y 
no erogar gastos, pero ello tiene sus 
lamentables consecuencias y con cierto 
morbo, cuando me llega a las manos algún 
asunto constituido en régimen de 
condominio, lo primero que estudio o 
investigo, es cuántas rectificatorias o 
modificaciones ha tenido el régimen y 
lamentablemente sin hacer de ello una 
opinión general, sí son muchas las ocasiones 
en las que veo rectificación tras rectificación; 
¡Claro! algunas atribuibles a que modificaron 
el proyecto para obtener mejores beneficios 
comerciales, pero otras tantas, porque 
existieron errores en el cálculo de las 
superficies y por ende, en el porcentaje de 
indiviso. No comento lo que significa luego el 
calvario de modificar un régimen de 
propiedad en condominio cuándo se han 
escriturado ya varias entidades. 
 
Para quienes van a hacer uso de la modalidad 
del Condominio, resulta molesto el 
encontrarse con que no tienen equilibradas o 
equivalentes las cargas de este, al 
compararse con otros usuarios del régimen, 
o bien, cuándo les toca hacer frente a las 
responsabilidades de sus cargas fiscales. En 
cuanto a la forma de darse la convivencia, es 
otro tema abundante para abordar, aún con 
que se encuentra legislada ésta forma de 
convivencia. Sin embargo, es muy evidente 
que la convivencia en el régimen de 
condominio, ya sea como un bien sujeto a tal 
régimen, como tratándose de un desarrollo, 
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como lo especifica el Código Territorial del 
Estado y lo hace diferente, pues resulta 
desconocido en su plenitud a quién se 
incorpora a este, conociéndolo hasta que ya 
está adentro y entonces tiene que hacer 
frente a lo que ello implica, muchas de las 
veces con la sorpresa de que “no sabían” que 
les correspondía a ellos cambiar las redes de 
infraestructura o darles mantenimiento, o 
bien de las limitaciones que tienen para 
realizar cambios a su propiedad que se ven 
restringidas en su reglamento. Del impacto 
que se causa a la red de infraestructura 
municipal solo quiero plantear una breve 
visualización; Cuándo las redes de 
infraestructura, en específico las redes de 
agua y drenaje, así como los pavimentos 
cumplen su vida útil y los condóminos se 
encuentran ya cansados de lo que significa la 
mancomunidad de los gastos, pues no 
quieren recurrir a erogarlos cuando ya es 
necesario acoplarlos a las sustituciones que 
realiza el municipio en las áreas abiertas y al 
no existir compatibilidad de las redes, 
entonces se vienen los problemas conocidos 
por todos y en los que los usuarios del 
régimen terminan por reclamar a las 
autoridades que corra por cuenta de las 
arcas públicas la sustitución de éstos, siendo 
una carga fiscal que asumen todos los 
contribuyentes. 
 
Con el fin de no alargarme en un tema tan 
extenso, me gustaría dejar en la reflexión el 
enorme impacto que tenemos tanto los 
Notarios como los Valuadores, los 
Desarrolladores inmobiliarios y el público en 
general en el buen uso de la figura del 
Régimen de Propiedad en Condominio, 
destacando que siempre se tenga el auxilio y 
apoyo de un profesional en la respectiva 
materia; Que no se pierda de vista en la 
imaginaria el cómo se desenvolverán las 
diversas actividades en ese asentamiento, las 
repercusiones que tiene cada ente con su 
generalidad, asumiendo, para dejar más 
claro, que el ente sujeto a Régimen de 
propiedad  en   condominio  es solamente un  
miembro de la gran familia que es la ciudad 
en su complejidad, que no debe actuar como 
un ente individual y particular, sino que está 

entramado en todo lo que significa la ciudad. 
Que se le tenga por bien enterado y claro en 
sus obligaciones, derechos y facultades a 
todo aquel que ha decidido incorporarse al 
mismo, pero también muy importante: Cómo 
repercutimos cada actor en la planeación y 
desarrollo de nuestras comunidades. 
Tenemos mucho tema por abordar, pero más 
aún, mucha mayor responsabilidad en el 
futuro social que podemos estar 
comprometiendo. 
 
No recomiendo caer en los efectos recientes 
que causa el todo se legisle, hasta la última 
coma; Más bien, mi propósito va con un 
actuar ético, en un tema que tiene tantas y 
tantas vertientes. 
 
Agradezco mucho el valor de su atención a 
mis humildes reflexiones; espero con ellas 
poder generar interés del tema y depositarme 
como un actuante en el gran compromiso del 
desarrollo ordenado de nuestras 
comunidades. 
 
Su siempre servidor. 

 

M. en Val. Arq. Luis Gerardo Macías Martínez 
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LA FIGURA DEL PATRIMONIO FAMILIAR Y SU VÍNCULO CON LA 

JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN MÉXICO: UN ANÁLISIS 

PROFUNDO BAJO LA LEGISLACIÓN NACIONAL Y ESTATAL 

 

Lic. Omar Maldonado Calderón*. 

La figura del patrimonio familiar, en constante evolución, se ha consolidado como una herramienta jurídica de 

gran importancia en la protección y estabilidad de los intereses económicos y sociales de las familias. En un entorno 

en el que la seguridad financiera y el bienestar de los hogares son prioritarios, el patrimonio familiar se erige como 

una solución efectiva para salvaguardar la vivienda y los recursos esenciales de los núcleos familiares. En este 

contexto, el presente artículo se sumerge en el proceso de constitución del patrimonio familiar en relación con la 

legislación vigente sobre Jurisdicción Voluntaria en México, con un enfoque especial en el marco legal del estado de 

Guanajuato. 

La Jurisdicción Voluntaria como facilitador en la constitución del Patrimonio Familiar. 

La Jurisdicción Voluntaria, concepto arraigado en el artículo 424 del Código Nacional de Procedimientos 

Civiles y Familiares, engloba una amplia gama de actos que, si bien no presentan disputas litigiosas, requieren la 

intervención de la autoridad jurisdiccional. Esta modalidad encuentra resonancia en la constitución del patrimonio 

familiar, ya que busca proteger los intereses económicos y habitacionales de las familias sin necesidad de litigios 

costosos y prolongados. Además, la sección primera del mismo Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares establece una serie de casos específicos en los que la jurisdicción voluntaria puede aplicarse, incluyendo 

la justificación de posesión o propiedad, así como la acreditación de hechos conocidos o situaciones jurídicas. 

La alternativa notarial: Eficiencia y celeridad en la constitución del Patrimonio Familiar. 

 La legislación mexicana, con el objetivo de adaptarse a la dinámica social y modernizar los procedimientos 

legales, contempla la posibilidad de llevar a cabo la constitución del patrimonio familiar ante notario público. El artículo 

432 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares subraya esta opción, siempre y cuando el solicitante 

sea el único interesado y no existan controversias litigiosas. Esta vía notarial encaja con los principios de celeridad y 

eficiencia, fundamentales para agilizar el proceso de protección de los intereses patrimoniales de las familias. 

 El notario público, como profesional del derecho con facultades para autenticar documentos y certificar actos 

no litigiosos, se convierte en un agente clave en la constitución del patrimonio familiar. La posibilidad de recurrir a 

esta vía no solo simplifica y acelera el proceso, sino que también garantiza la validez jurídica de los actos realizados. 

Además, la participación del notario puede reducir de manera significativa los plazos de tramitación, lo que es 

especialmente valioso en situaciones en las que la urgencia es imperante. 

Armonización entre la legislación nacional y estatal: Un enfoque hacia la modernización legal. 
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 Si bien la legislación nacional contempla la posibilidad de optar por la vía notarial en la constitución del 

patrimonio familiar, es fundamental que la legislación estatal, como la del estado de Guanajuato, se alinee con este 

enfoque moderno y eficiente. La implementación de disposiciones similares al artículo 432 del Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares permitiría que las familias guanajuatenses también se beneficien de una vía más 

ágil y menos onerosa para proteger sus intereses patrimoniales. 

 Esta armonización legal entre la legislación nacional y estatal, en el contexto de la Jurisdicción Voluntaria, 

podría impulsar una mayor confianza en las instituciones legales y promover la seguridad jurídica. Al proporcionar a 

los ciudadanos una alternativa eficiente y transparente para la constitución del patrimonio familiar, se refuerza la idea 

de que el sistema legal es accesible y está diseñado para proteger sus derechos e intereses. 

Empoderamiento ciudadano y seguridad jurídica. 

 Desde una perspectiva de derechos constitucionales y humanos, la opción de recurrir al notario público para 

la constitución del patrimonio familiar empodera a los ciudadanos al brindarles una solución expedita y transparente. 

Esta alternativa no solo impulsa la eficiencia legal, sino que también contribuye a consolidar la confianza en las 

instituciones jurídicas. La seguridad jurídica, uno de los pilares fundamentales en un Estado de Derecho, se ve 

reforzada a medida que los ciudadanos perciben que sus derechos y propiedades están protegidos por un sistema 

legal moderno y eficiente. 

 La acción pauliana, también conocida como revocatoria o rescisión por fraude, es un concepto legal que 

permite a los acreedores impugnar ciertos actos realizados por el deudor que buscan perjudicar sus derechos 

económicos. En esencia, la acción pauliana tiene como objetivo anular o revertir transacciones fraudulentas que han 

sido llevadas a cabo con la intención de evitar el cumplimiento de deudas pendientes. 

 En el contexto del patrimonio familiar, la acción pauliana puede aplicarse cuando se establece un patrimonio 

familiar con la clara intención de eludir las obligaciones financieras existentes. Por ejemplo, si un deudor transfiere 

sus activos a un patrimonio familiar con la intención de que estos ya no estén disponibles para cubrir sus deudas, los 

acreedores pueden ejercer la acción pauliana para invalidar esa transferencia. Esto permite que los acreedores 

recuperen parte de lo que se les debe y evita que el deudor utilice el patrimonio familiar como un medio para evitar 

sus responsabilidades financieras. 

 En este sentido, al considerar la aplicación de la acción pauliana en relación con el patrimonio familiar, es 

esencial reconocer que esta figura no debe utilizarse de manera indebida como una estrategia para eludir deudas 

preexistentes. El propósito genuino del patrimonio familiar es proteger los intereses económicos y habitacionales de 

la familia, y no debe ser utilizado como un mecanismo para defraudar a los acreedores. De lo contrario, los principios 

legales de equidad y justicia pueden entrar en juego a través de la acción pauliana, protegiendo los derechos de los 

acreedores y evitando el abuso de esta herramienta legal. 

Conclusiones y perspectivas futuras. 

 En resumen, el análisis detallado de la figura del patrimonio familiar en relación con la Jurisdicción Voluntaria, 

tanto a nivel nacional como estatal, resalta la convergencia entre ambas vías y la opción notarial en la constitución 

del patrimonio familiar. La eficiencia, la transparencia y la modernización legal se amalgaman en la posibilidad de 

elegir al notario público como un actor central en este proceso. Esta elección fortalece la protección y estabilidad de 

los intereses económicos de las familias en una sociedad en constante cambio y evolución. 

 Como perspectiva futura, la armonización de la legislación estatal con los principios modernos de la 

Jurisdicción Voluntaria y la opción notarial en la constitución del patrimonio familiar puede ser un paso significativo 

para fortalecer el acceso a la justicia y promover la seguridad jurídica en México. A medida que la sociedad avanza 

y se adapta, es esencial que el sistema legal también evolucione para atender de manera eficiente y efectiva las 

necesidades cambiantes de las familias y los individuos. La figura del patrimonio familiar y su relación con la 

Jurisdicción Voluntaria son ejemplos claros de cómo la modernización legal puede trabajar en pro del bienestar de la 

sociedad en su conjunto. 
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 En el contexto de la protección de los intereses económicos y sociales de las familias en México, el patrimonio 

familiar se ha erigido como una herramienta jurídica crucial. Este artículo profundiza en la relación entre la figura del 

patrimonio familiar y la Jurisdicción Voluntaria, centrándose especialmente en el papel central que juega el notario 

público en este proceso, con un enfoque en la legislación estatal de Guanajuato. 

 La Jurisdicción Voluntaria, concebida en el artículo 424 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares, comprende una amplia gama de actos que, aunque carecen de disputas litigiosas, requieren la 

intervención de la autoridad jurisdiccional. En el ámbito de la constitución del patrimonio familiar, este concepto se 

convierte en una herramienta vital para proteger los intereses económicos y habitacionales de las familias, evitando 

costosos y prolongados litigios. La sección primera del código detalla situaciones en las que la jurisdicción voluntaria 

se aplica, incluyendo la justificación de posesión o propiedad y la acreditación de hechos conocidos o situaciones 

jurídicas. 

 La legislación mexicana, en su empeño por modernizar los procedimientos legales y atender las necesidades 

cambiantes de la sociedad, ofrece la alternativa de la constitución del patrimonio familiar ante un notario público. El 

artículo 432 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares destaca esta opción, siempre que no haya 

controversias litigiosas y el solicitante sea el único interesado. El notario público, en este contexto, desempeña un 

papel fundamental. 

 En su calidad de profesional del derecho, el notario público está facultado para autenticar documentos y 

certificar actos no litigiosos. Su intervención en la constitución del patrimonio familiar no solo simplifica y acelera el 

proceso, sino que también garantiza la validez jurídica de los actos realizados. Además, la participación del notario 

reduce significativamente los plazos de tramitación, lo que es especialmente valioso en situaciones de urgencia. 

 La opción de recurrir al notario público para la constitución del patrimonio familiar empodera a los ciudadanos 

al brindarles una solución expedita y transparente. Además de impulsar la eficiencia legal, esta alternativa refuerza 

la confianza en las instituciones jurídicas y promueve la seguridad jurídica. La certeza de que los derechos y 

propiedades están protegidos por un sistema legal moderno y eficiente se convierte en un pilar fundamental. 

 La armonización entre la legislación nacional y estatal, como en el caso del estado de Guanajuato, cobra 

relevancia para que las familias accedan a una vía eficiente en la protección de sus intereses patrimoniales. La 

incorporación de disposiciones similares al artículo 432 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares 

en la legislación estatal promovería la seguridad jurídica y la confianza en las instituciones legales. 

 El análisis detallado de la figura del patrimonio familiar y su relación con la Jurisdicción Voluntaria pone de 

relieve la importancia del notario público en el proceso de constitución. La eficiencia, transparencia y modernización 

legal convergen en la elección de esta figura como facilitador. La armonización entre la legislación estatal y los 

principios modernos de la Jurisdicción Voluntaria, respaldada por la intervención del notario público, puede impulsar 

un acceso más efectivo a la justicia y reforzar la 

seguridad jurídica en México. La figura del patrimonio 

familiar y su vínculo con la Jurisdicción Voluntaria 

ejemplifican cómo la modernización legal puede 

contribuir al bienestar general de la sociedad en 

constante evolución. 
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EPISTEMOLOGÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS 

EN LAS RESOLUCIONES JUDICIALES. TAREA 

INFATIGABLE. 

                                                                                                                  

Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio*  

Resumen. 

Para el estudio de la Epistemología de cada uno de los Derechos Humanos en las 

resoluciones judiciales, es necesario acudir a protocolos hermenéuticos y ontológicos más 

estrictos para su interpretación, argumentación y aplicación en las resoluciones: Derechos 

que deben estudiarse de manera más adecuada por los operadores jurídicos en beneficio de 

los justiciables, con la vertiente de los derechos de “auto concepción de la persona”.  

Palabras Clave: Epistemología, derechos, humanos, libertad, igualdad. 

Desarrollo del tema. 

Para el efecto de abordar el tema es 

necesarios hacer el estudio conceptual y 

filosófico moderno del origen de la 

Epistemología, posteriormente se tratará el 

tema central de la Epistemología del 

Derecho, en tercer plano los derechos 

humanos de libertad y la igualdad como 

variables, para así, demostrar la 

complejidad del estudio epistemológico de 

los mismos, desde la visión de varios 

autores. 

La intención del presente trabajo es 

demostrar que no es fácil dar un solo 

sentido a los derechos humanos por su 

variable, conceptos, razonabilidad, 

contextos donde usan o se aplican, así 

como, al conocimiento y sensibilidad de los 

juzgadores, requiriendo más precisión para 
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resolver, siendo una tarea complicada por 

los nuevos derechos de la persona, 

denominado “Derechos de auto 

concepción”. 

Para ilustrar conceptualmente el 

tema, es preciso atender a los tratamientos 

filosóficos que dan los siguientes autores a 

la epistemología y la epistemología del 

derecho, como se enuncian a continuación:  

Anscombe. 

Para Anscombe (Anscombe, 2016), 

La epistemología depende de la ontología; 

la epistemología adecuada, es la que se 

ajusta al objeto investigado (a su 

naturaleza, a su manera de ser. El 

constructivismo, en cambio, da la dirección 

de ajuste apropiada — también y quizás 

sobre todo en las ciencias sociales—aspecto 

metafísico. 

Entre otra de las ideas sobre la 

epistemología del derecho, me parece 

objetiva la siguiente: “El conocimiento del 

derecho, es la claridad disponible del 

derecho que debe ser conocido 

objetivamente” 

El derecho debe ser cognoscible 

desde su esencia y valor: “Si queremos 

llevar a cabo esas actividades jurídicas sin 

engañar “ideológicamente”, no solo a los 

demás, sino a nosotros mismos” como 

operadores jurídicos debemos cumplir con 

el deber ser, para ser atinados en la 

precepción del objeto estudiado y al final 

conocer la esencia de los derechos. 

Para identificar de manera apropiada 

las funciones de la epistemología de los 

Derechos Humanos, en las resoluciones 

judiciales, es necesario apreciarla desde la 

Genesis siguiente: 

Misión y Visión de la Epistemología. 

Misión. Compromiso moral, que 

proviene de la reflexión preservadora del 

hombre Humanista y que preserve al 

hombre (Bacon). 

Tarea. Seguir trabajando en el 

conocimiento de la cosa u objeto. 

Valor. También debe encontrarse 

una gama de valores que estén 

involucrados en esa epistemología y 

función judicial, entre otros se describen 

los siguientes: 

1.- V. Óntico. La realidad esencial o 

él ser. descripción de lo que se observa y 

recuerda. 

2.- V. Epistémico. Conocer el espíritu 

o conocimiento potenciado, Es decir 

apropiarse de los elementos físicos, 

químicos, de derecho, de psicología, 

admirativos, médicos, matemáticas; es 

decir, todos juntos, ya que de no ser así se 

debilitaría el conocimiento del objeto. 

Morín 

Morín (Anscombe, 2016), diría que la 

epistemología es una ciencia en 

construcción, donde se ven involucrados 

varios factores, entre otros: Los Elementos 

Humanos en el proceso epistemológico del 

derecho. 

Según el autor: La parte empírica de 

la Persona Humana está construida desde 

la percepción de los datos sensoriales 

brutos que dan el conocimiento del mundo 

material, pero no es amigable entenderlo. 

Así también; vemos cosas, oímos sonidos, 

olemos aromas de manera sensorial, pero 

no los entendemos, no los conocemos, no 

los reconocemos. De ahí su complejidad: 

La visión retínica es igual para todos 

los seres humanos “normales” y nos ofrece 

una idéntica imagen del mundo. Como lo 

menciona Carl Jung, “la realidad es 
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percibida diferentemente según los 

diferentes puntos de vista que se asumen”. 

Expresándose de otra forma: “construimos 

varios niveles de realidad”, como lo 

menciona Anscombe. 

 Ejemplo: “Un mismo objeto, un 

mismo estado de cosas puede tener 

apariencias profundamente distintas, 

según la diferente visión epistémica con la 

que se le mira.” 

Miguel Covarrubias 

Covarrubias. Señala que existen 

cuatro conciencias (Lara García, 2018): 

La Empírica.- Se refiere al 

conocimiento del medio con poca 

trascendencia, sin ninguna profundidad 

del conocimiento. 

Mágica-religiosa.  Es aquella que 

toma como fundamento de la explicación de 

las cosas del mundo como una 

consecuencia de deidades y de magia. 

La Artística. Es la conciencia que el 

Hombre adquiere con niveles de creatividad 

y realiza un proceso que cambia al mundo 

con la forma de expresión, creando objetos 

y herramientas, así como, la forma de como 

concibe la belleza. 

La Teórica. Se refiere al conocimiento 

teórico científico, analítico, metodológico, 

que formula el ser racional para dar una 

explicación objetiva y real del mundo, de los 

fenómenos y del objeto de estudio. (Lara 

García, 2018) 

Carl Jung. 

Carl Jung, (Jung.Carl, 2023) señaló que:  

Existen ocho tipos de personalidad en el 

Psicoanálisis. Es importante esta división 

porque el operador jurídico es un ente con 

estas características, pero no se conciben 

igual del lado contrario, como se aprecia en 

seguida: 

Una vez que se ha obtenido el 

conocimiento (inputs), es necesario revisar 

cual es la energía psíquica, que mueve a la 

apersona (Exputs), y que esta energía 

provine de dos fuerzas, (En mi 

conocimiento. Agregaría el proceso 

intelectual, sentimental, etc. interno del 

sujeto del conocimiento): 

a. La introversión (Inputs). Se obtiene 

estímulos obtenidos del objeto de estudio. 

b. La extroversión (Exputs). Es la 

forma de como expresas los inputs y el 

objeto conocido. 

También señala que los elementos 

cognitivos y de expresión son los 

mecanismos en conjunto que le dan al 

sujeto la capacidad para emitir un juicio y 

se denominan, formas de genotipos, de los 

que derivan las cuatro cualidades del juicio 

humano.  

Formas de Genotipo. 

Las formas del genotipo (Jung.Carl, 

2023) se componen de los siguientes cuatro 

elementos: 

1. Pensamiento. La inquietud de 

querer saber y conocer para generar un 

juicio. 

2. Afecto. Si tiene una buena o mala 

percepción de las cosas o intrínsicamente 

el sujeto no es tan afectivo. 

3. Intuición. Se hace un buen juicio 

a futuro con los elementos adquiridos. 

4. La experiencia de conocimiento o 

una secuencia lógica 

Jung, también señala que son tres 

las características para hacer un buen 

juicio del pensamiento, las cuales son: 
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1. Sucesos presente. (conocer 

profundamente el suceso) 

2. Pensamiento. Para conocer el 

significado ontológico y epistemológico del 

objeto. 

3. Sentimiento. Valorar 

axiológicamente los elementos del sujeto. 

4. La relación con otros sujetos de 

estudio. 

Para comprender lo complejo del 

pensamiento humano, existen teóricos y 

científicos que han descubierto nuevos 

niveles lógicos del pensamiento utilizados 

en la elaboración de un juicio, así, el 

siguiente autor de la Universidad de 

Harvard dispone nuevos hallazgos para 

emitir una resolución, las cuales describe 

de la siguiente manera: 

Howard Garner. 

Este autor señala una nueva teoría 

de las inteligencias múltiples, pues no solo 

es penetrar en sí mismo, sino exige ir del 

sujeto al objeto, de éste al conocimiento y 

del conocimiento al ser, cosa o ente. 

Puntualiza que “no existe una sola 

inteligencia sino varias. (Delgado Rojas, 

2014). 

1. Lingüística /Verbal; 

2. Lógica /matemática 

3. Kinestésica/ Corporal; 

4. Visual/ Espacial 

5. Rítmica /Musical 

6. Interpersonal / Social; 

7. Interpersonal/Psíquica 

8. Ecologista/ Naturalista. 

Otro de los autores que tiene su teoría en 

la forma de adquirir y expresar las formas 

de ideas que el juzgador emite, es 

Habermas. 

Habermas y la Teoría del Lenguaje 

en el Derecho. 

Desde la teoría de Habermas, explica 

cuatro formas de consenso de la sociedad 

para formar comunidad, que estas dan 

contexto del sujeto estudioso desde su sitio. 

1. Intersubjetividad y Pragmática 

Comunicativa. En la Teoría de la Acción 

Comunicativa.  Es una dimensión 

pragmática del lenguaje. 

2. Racionalidad intersubjetiva y 

justicia social de las instituciones políticas 

- los plexos de los sentidos- que se hacen 

intersubjetivamente vinculantes en la 

trama social. 

3. Intersubjetividad y racionalidad 

política. La sociedad moderna, la vida 

social, se caracterizan por las necesidades 

de los individuos que reclaman su 

verdadera libertad, igualdad y autonomía, 

la cual se encuentra esclavizada a una 

racionalidad -medio-fin- entendimiento que 

sesga el verdadero desarrollo democrático y 

libre de la persona. 

4. Intersubjetividad, pluralismo y 

responsabilidad ciudadana solidaria. Si 

entendemos la emancipación como praxis 

socio-política intersubjetiva de 

reconocimiento recíproco, que exige igual 

respeto a través de acciones comunicativas 

orientadas al entendimiento por la dignidad 

de todos y cada uno de los miembros de 

una comunidad. 

Esencia y estudio de los Derechos 

Humanos de libertad e Igualdad como 

variables. 

La Hipótesis  
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Dificultad de comprender y plasmar 

principios rectores absolutos en los 

derechos humanos de libertad e igualdad; 

el no hacerlo, puede violar derechos 

humanos en las resoluciones. 

Para interpretar y argumentar en 

resoluciones judiciales, refieren dificultad 

para una adecuada interpretación, 

argumentación y aplicación. 

Para este ejemplo de estudios y 

explicación se tomarán solo dos derechos 

humanos como variables: el concepto 

libertad y el de igualdad como Derechos 

Humanos, excluiré a los demás por que 

requieren de estudio más amplio.   

Variables: Libertad e Igualdad. 

John Look. La libertad. 

Para formular una buena 

argumentación. Locke (Mourier.Kant, 

1969) funda la forma argumentativa en dos 

supuestos esenciales: 

a. Refiere a la condición del individuo 

en estado de naturaleza, dotado de iguales 

facultades racionales que le permiten 

gobernar su vida orientado por la ley de la 

naturaleza. 

b. Deriva de la inseguridad e 

incertidumbre del cuidado de sí y del otro, 

propio del estado de naturaleza, sostiene 

que los individuos desean abandonarlo 

para ingresar a un estado de paz y 

seguridad, en el cual esté garantizada la 

preservación de sus vidas, libertades y 

posesiones. 

Sin embargo, el propio autor 

menciona que el Contrato Social tiene 

varios tropiezos antinaturales: 

1. Abandono al estado natural. 

2. Voluntad legislativa, que autoriza 

para regular su libertad. 

3. Autonomía y supremacía 

constitucional. 

Estos también los denomina 

“Principios de detrimento para la cosa 

natural del ser humano.” 

Isaías Berlin Om. 

Otro de los autores que señala 

conceptos de libertad es Berlin, (Berlin, 

1967) quien propone que la libertad se 

divide en positiva y la libertad negativa. 

Libertad positiva. Supone, un ámbito 

de libertad eximido de toda interferencia. 

Según Rawls, es dueño del autogobierno, 

posibilidad del individuo de concretar una 

vida buena asegurar bienes mínimos 

primarios. La libertad positiva, intenta 

responder a la idea de autonomía y más 

explícitamente se compadece con el deseo 

de cada uno, de gobernarse por sí mismo o 

de participar en el proceso por el que ha de 

ser controlada la vida de cada uno de 

nosotros. 

John Rawls. 

Para Rawls (Berlin, 1967) las 

libertades básicas son: 

Primero: Libertad de conciencia y 

pensamiento, la libertad de asociación, la 

integridad de la persona y la libertad 

política. 

Segundo: Libertad de movimiento y 

de elección de ocupación acorde con las 

oportunidades diversas. 

Tercero: Acceso a poderes y 

prerrogativas de cargos y posiciones de 

responsabilidad, vinculados con las 

principales instituciones políticas y 

económicas. 

Cuarto: Renta y riqueza. 
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Quinto: Bases sociales del respeto a 

sí mismo. 

Es necesario destacar que las 

libertades básicas enunciadas se enmarcan 

en dos principios y que al segundo le 

corresponde aquellos bienes vinculados 

con el acceso a los cargos y posiciones como 

también a la renta y la riqueza. 

Libertad negativa la describe con la 

frase: (no soy libre). Necesita la protección 

frente la restricción social. Dworkin intenta 

una conciliación con la libertad en sentido 

positivo que lleva a una defensa de la 

igualdad. 

Rawls. Señala que, la doctrina liberal 

positiva. Es un mero ejercicio de control en 

nuestras vidas. 

Charles Taylor. (Berlin, 1967) Señala 

que la libertad negativa se aprecia como un 

campo de oportunidad en base al postulado 

(donde ser libre), explicándolo de la 

siguiente manera: 

1. ¿Es lo que podemos hacer? 

2. ¿Qué está abierto para hacer? 

3. ¿Podemos decidir entre uno y otro? 

Norberto Bobbio. 

Para Norberto Bobbio (Bobbio, 1957) 

es importante tomar en cuenta si en el 

lenguaje existen palabras plásticas, es 

decir: ¿Sí existe la tiranía de un lenguaje 

modular y sí se puede ser liberal y a la vez 

socialista? por que refiere que la palabra 

“Libertad” es una de aquellas «grandes 

palabras» y que encontramos con 

frecuencia en las obras y discursos de 

filósofos, intelectuales y políticos, aunque 

se trata también de una palabra cuyo 

significado no resulta fácil precisar.  A la 

“libertad” se le podría aplicar el término de 

“palabra de plástico” que usó el lingüista 

alemán Uwe Poerksen.  

Ross concluía: “Libertad”, es una de 

esas palabras sonoras cargadas de 

sugestión, a las que se recurre más bien 

para despertar sentimientos en el ánimo 

que pensamientos en la cabeza”. 

Bobbio liga democracia con la 

libertad, lo cual quiere decir, como es bien 

patente para todos, que la democracia es la 

forma de gobierno que de mejor manera 

consagra, protege y promueve la libertad de 

las personas en todas sus diferentes 

modalidades o expresiones. 

 

Libertad y Moralismo legal de 

Dworkin, 

Soberanes Díez (Delgado Rojas, 

2014) intenta dimensionar el principio de 

igualdad cuando señala que, para hacer 

una adecuada apreciación de este valor, es 

necesario partir de que: “…La igualdad 

tiene una triple dimensión constitucional: 

a). Se entiende como Valor, 

b). También es Principio y; 

c). Como Derecho Fundamental 

Según Dworkin, deben retomarse 

nuevas teorías que reformulen las 

posiciones eclécticas que evite los errores 

cometidos por las posiciones extremas del 

liberalismo y del comunitarismo. 

Dworkin, menciona (Delgado Rojas, 

2014) que la tolerancia liberal refuerza el 

vínculo comunitario es la mejor forma de 

quitarle los falsos ropajes al liberalismo 

heredado por muchos siglos. 

Dworkin, considera cuatro tesis 

comunitaristas relevantes que se oponen a 

la tolerancia liberal las cuales se detallan: 
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1. La identificación de la comunidad 

con la mayoría; 

2. El paternalismo 

3. El interés individual 

4. La integración 

La libertad como Derecho Humano 

La libertad es el Derecho Humano a 

decidir por sí, sin influencias externas al 

ser, para determinar si la conducta es 

adecuada o no en el medio donde se 

desenvuelve la persona. 

Freud postuló que nuestro carácter 

estaba determinado por la biología. Por otro 

lado, Marx consideraba a las personas 

como determinados por su sociedad y más 

especialmente por sus sistemas 

económicos. expresa “que la falta de 

libertad representada por el determinismo 

social o biológico es fácil- tu vida tiene una 

estructura, un significado; no hay dudas, 

no hay motivo para la búsqueda de un 

alma; simplemente nos adaptamos y nunca 

sufrimos una crisis de identidad. 

Fromm (Bobbio, 1957), describe tres vías a 

través de las cuales escapamos de la 

libertad: 

a. Autoritarismo. una es someterse 

al poder de los otros, volviéndose 

pasivo y complaciente. La otra es 

convertirse uno mismo en un 

autoritario. De cualquiera de las 

dos formas, escapamos a una 

identidad separada. 

b. Destructividad. Los autoritarios 

viven una dolorosa existencia, en 

cierto sentido, eliminándose a sí 

mismos, se vive en una 

indiscriminada forma social de 

brutalidad, vandalismo, 

humillación, crimen, terrorismo. 

 

c. Conformidad autómata. Los 

autoritarios se escapan de su 

propia persecución a través de 

una jerarquía autoritaria. Pero 

nuestra sociedad enfatiza la 

igualdad. 

Tomás Moro, (Moro, 2028) señala que “al 

legislador se le tiene prohibido en la 

creación de cualquier norma, porque al 

legislador le está prohibido tratar: 

1) Desigualmente a lo igual, 

2) Desigualmente a lo esencialmente 

igual y; 

3) Arbitrariamente desigual a lo 

esencialmente igual. 

 Para José Ramón Cossío, “la 

igualdad si es un derecho fundamental que 

tiene base y sustento para serlo. El 

ministro, afirma que la "Fundamentalidad 

de la igualdad se da de varias maneras: 

a). Material, que entiende que este 

carácter lo otorga la coadyuvancia a la 

realización de la dignidad de la persona. 

b). Formal, que entiende que ese 

carácter se otorga al hecho de que exista un 

medio de control constitucional en el que se 

proteja ese derecho. 

c). Una tercera, propuesta por José 

Ramón Cossío, afirma que el contenido 

esencial sea el criterio de 

Fundamentalidad, en la medida que tenga 

un contenido esencial, serán derechos 

fundamentales." 

Otro de los derechos humanos difícil 

de interpretar y argumentar es la igualdad, 

como se precia en las líneas que continúan: 

Igualdad. 

Para el estudio de la segunda de las 

variables del presente estudio, es el 
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derecho humano a la igualdad, la cual se 

parecía desde varios autores y su punto de 

vista que se exponen a continuación: 

Bobbio. 

Según esa idea, del autor (Bobbio, 

1957), “la igualdad” no sólo no es un ideal 

incompatible con la libertad,” sino, todo lo 

contrario, una cierta igualdad material 

mínima sería una condición para el 

ejercicio efectivo de la libertad y para la real 

consolidación de un régimen democrático. 

La “Igualdad” es otra de esas 

“grandes palabras que ofrece todavía 

mayores dificultades a la hora de su 

conceptualización. Señala, que no puede 

haber libertad en el estado, si no se logra la 

igualdad. Es decir: penden del mismo 

origen y no pueden atenderse separadas, 

por lo cual hace un tratamiento, ordenando 

la igualdad de la siguiente forma: 

a. Igualdad jurídica básica, a saber, 

la de que todos somos sujetos de derecho, 

esto es, todos podemos tener derechos y 

obligaciones jurídicas, destacando entre los 

primeros los llamados derechos humanos o 

derechos fundamentales, que adscriben a 

toda persona, sin distinción, por el solo 

hecho de ser tal.  

b. Igualdad en la ley, en virtud de la 

cual decimos que las leyes no pueden 

establecer diferencias arbitrarias entre las 

personas, esto es, diferencias no 

justificadas racionalmente. 

Así mismo, divide la Igualdad ante la 

ley, en mérito de la cual, quienes ejecutan 

o aplican las leyes, esto es, el Poder 

Ejecutivo y el Poder Judicial 

Por otro lado, concibe la igualdad 

política propia de toda democracia, en 

razón de la cual toda la población adulta 

puede participar en las elecciones y 

conforme a la cual el voto de todos cuenta 

por uno. 

Pero el problema fundamental se 

plantea con la siguiente pregunta: ¿Pero 

¿qué ocurre con la igualdad en sentido 

material, esto es, con la igualdad en las 

condiciones de vida de las personas? 

En otras palabras; un liberalismo 

extremo sacrifica la igualdad en nombre de 

la libertad y enarbola el nombre sagrado de 

la segunda cada vez que alguien nombra la 

primera, mientras que un socialismo del 

tipo de los llamados- socialismos reales- 

inmola la libertad en nombre de la igualdad 

y levanta el estandarte de la segunda para 

justificar restricciones inaceptables a la 

primera.  

Conclusiones: 

 

1. La epistemología de los Derechos 

Humanos, aun no es tratada 

adecuadamente en las resoluciones 

judiciales. 

2. El esfuerzo de los operadores 

jurídicos debe ser incansable para 

obtener un adecuado sentido a cada 

uno de los Derechos Fundamentales 

y Humanos catalogados. 

3. La esencia de los Derechos Humanos 

es un producto no terminado. 

4. Con el estudio epistemológico de los 

Derechos Humanos en las 

resoluciones judiciales se protegen 

los derechos fundamentales de las 

personas físicas y morales. 

5. La colisión de argumentos judiciales 

vendrá cuando se proclamen 

derechos a la “auto-percepción de 

cada individuo.” …pero el trabajo 

judicial sigue.   
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Es cuanto… 
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Not. Jorge León Avella 

*Titular de la Notaría Número 48 del Partido 

Judicial de Celaya, Gto. 

 

 

 

YA SABIAN NUESTROS DEDOS 

Letra y Música de Jorge León Avella 

 
Caminamos los dos 

bajo la lluvia 
mojado el rostro 

y también tu pelo. 
 

Unidos suavemente, nuestros dedos 
Llegamos finalmente 

A aquellos dos senderos. 
 

Tus ojos eran tristes 
Y también tu pelo 

Pero ya sabían nuestros dedos 
Así que suavemente se dejaron 

Así que suavemente se olvidaron… 
 

Por un cruce, 
Caminaste tú, 
Bajo la lluvia, 

Por otro, caminé yo 
Bajo mi llanto. 

 
Pero, ya sabían 
 nuestros dedos 

Así que suavemente, 
 se dejaron 

Así que suavemente, se olvidaron…. 
 

JUGUETILLO MUSICAL 

Dedicado a la memoria de mi hijo Jorge Román, quien 

falleciera a la edad de tres meses y medio en la ciudad de 

México hace 42 años aproximadamente. 

 

El viento me trajo 
 Su presencia bella 
Con su pelo rubio  

Parecía una estrella. 
  

Y nada me dijo 
 Solo me miraba  

Y desapareció, al llegar el alba 
 Con el viento azul, de la madrugada.  

 
Le hable de mis sueños  

Mariposas blancas 
 que revoloteaban  
Entre sus cabellos.  

 
Y nada me dijo 

 Solo me miraba  
Y desapareció, al llegar el alba,  

Con el viento azul, de la madrugada. 
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EL DINAMISMO DEL NOTARIADO GUANAJUATENSE EN IMAGENES 

LA DELEGACIÓN CELAYA DEL COLEGIO 

ESTATAL DE NOTARIOS / COLEGIO DE 

NOTARIOS DE CELAYA, A. C. ORGANIZARON LA 

CONFERENCIA “EL ESTADO Y SU 

RESPONSABILIDAD EN RELACIÓN CON LA 

FUNCIÓN NOTARIAL”. 

 

El día viernes 9 de junio pasado, en las 

instalaciones del Colegio de Notarios de Celaya, el 

maestro Francisco Xavier Manzanero Escutia, 

destacado abogado experto en litigación 

administrativa, catedrático de la materia de Derecho 

Administrativo tanto en la Escuela Libre de Derecho 

como en la Universidad Panamericana desde hace 

más de 30 años, quien es a la vez hermano de 

nuestro colega de la Ciudad de México, José Antonio 

Manzanero Escutia, decano del Colegio Nacional del 

Notariado, impartió con señalado éxito la 

mencionada conferencia, contando con la asistencia 

de colegas notarias y notarios, titulares y auxiliares 

de diversas regiones del Estado. 

En el presente número de nuestra Revista se 

publica la disertación que el maestro Manzanero 

realizó y que tuvo a bien compartirnos, agradeciendo 

para ello la intervención de nuestro compañero Jaime 

de Anda Cabrera, quien a la vez tuvo a cargo correrle 

la invitación para participar en este evento.    
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LA DELEGACIÓN IRAPUATO DEL COLEGIO ESTATAL DE NOTARIOS / COLEGIO 

DE NOTARIOS DE IRAPUATO, A. C. ORGANIZARON Y LLEVARON A CABO LAS 

CONFERENCIAS “GUÍA PARA LA EMISIÓN DEL CFDI 4.0” Y “ANÁLISIS DE LOS 

DEDUCIBLES EN LA ENAJENACIÓN DE BIENES INMUEBLES EN LA FUNCIÓN 

NOTARIAL”. 

 

El día viernes 16 de junio pasado, se realizó exitosamente en la ciudad de 

Irapuato la impartición de ambas conferencias, expuestas  conjuntamente tanto 

por el colega notario Álvaro Martínez Macías, titular de la Notaría Pública 

número 70 de dicha ciudad y quien tuviera a su cargo la Comisión Fiscal de 

nuestro Colegio Estatal, como por el Contador Público David Ascensión Vargas, 

especialista en temas fiscales y contables, así  en materia de prevención de 

lavado de dinero, vinculados a la función notarial, las que permitieron precisar 

diversos aspectos, atender varias inquietudes y despejar un buen número de 

dudas sobre ambos temas relacionados entre sí y de actualidad, en vista de la 

implementación obligatoria y generalizada a partir del día 1° de abril, de la 

versión 4.0 del comprobante fiscal digital por internet, que se encuentra 

estrechamente vinculada con el complemento que del mismo debemos expedir 

los notarios tratándose de actos onerosos traslativos de dominio de inmuebles. 

   Dicho evento fue a su vez el marco para llevar a cabo, con la presencia 

del presidente de nuestro Colegio Estatal, Notario Oscar Arroyo Delgado y de la 

Lic. Ana Victoria Torres Martínez, titular de la Dirección General de Registros 

Públicos y Notarías del Estado, la firma del convenio de colaboración entre la 

Universidad Quetzalcóatl, representada por su Rectora Licenciada Brenda 

Teresa Pérez González y la mencionada Delegación Irapuato encabezada por la 

presidente de su mesa directiva, Notaria Ma. Elena Juárez Gómez, para la 

organización y impartición de eventos de capacitación y actualización notarial, 

tanto para las y los titulares y auxiliares de las diversas notarias, como para los 

colaboradores y personal de las mismas, destacando que su realización será 

esencialmente sin costo para los asistentes.  
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